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Resumen Ejecutivo

La nueva Constitución de la República Dominicana establece que el trabajo es al mismo tiempo derecho, deber y función social que cuenta con la protección y asistencia del Estado. Por su parte, el Código de Trabajo, encabezado de trece principios fundamentales, define la relación laboral, el contrato de trabajo, su formación, la suspensión y la terminación del mismo, con y sin responsabilidad, los tipos de contrato y sus sujetos, al tiempo que consagra los derechos laborales individuales y colectivos de las personas.
De igual manera, un conjunto de convenios internacionales auspiciados por la Organización Internacional de Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas, ratificados por el país, así como una serie de leyes especiales inciden en la labor del Ministerio de Trabajo, institución a quien corresponde la aplicación de las disposiciones de las leyes y reglamentos de trabajo.

Además del Director del Departamento de Trabajo y de los empleados que exijan las atenciones del servicio, forman parte de éste los Representantes Locales de Trabajo y los Inspectores Auxiliares. El Departamento de Trabajo investigará las denuncias de irregularidades en la ejecución de los contratos, convenios, leyes y reglamentos de trabajo que le sean sometidas por los empleadores y los trabajadores perjudicados. 

Las “Representaciones Locales de Trabajo” y la “Inspección de Trabajo” son dos estructuras esenciales del Departamento de Trabajo. Las Representaciones Locales de Trabajo son creadas en distintas localidades para ejecutar en sus respectivas circunscripciones las órdenes que reciban del Departamento de Trabajo y vigilar dentro de estas el fiel cumplimiento de las leyes, reglamentos y contratos de trabajo. Están bajo la dirección de un inspector de trabajo. 

Del conjunto de entrevistas realizadas para los fines del presente estudio queda claro que la labor de los inspectores de trabajo tiene un componente jurídico (cumplimiento y observación de la normativa laboral) y otro más bien técnico (orientación sobre la normativa laboral). 

Por las solicitudes cotidianas que se presentan en el servicio (solicitud de cálculo de prestaciones laborales, comunicaciones solicitando la comprobación de faltas del trabajador, etc.) puede deducirse que hay cierto desconocimiento de parte de empleadores y trabajadores no sólo de la normativa sino de la labor del inspector de trabajo, lo que plantea una serie de retos vinculados con la promoción de las leyes laborales y del papel del inspector en la sociedad.

Otro hallazgo del estudio indica que la potestad sancionadora de la inspección tiene en la práctica ciertos límites ya que para el inspector la misma termina con el levantamiento del acta de infracción y no parece haber un seguimiento de las infracciones por ante el Ministerio Público. Ello conduce a buscar canales de comunicación entre ambas instituciones, de modo que se sepa la suerte de las actas levantadas en cada caso.

Por otra parte, de los hallazgos del estudio en el sentido de que los hombres reclaman más sus derechos laborales que las mujeres habría que seguir explorando las razones de ello, teniendo en cuenta, por ejemplo, el estudio de CIPAF que achaca la actitud pasiva de las mujeres a la “conjunción de falta de información, rol genérico asumido y miedo”, y que “lleva a las trabajadoras a tolerar y hasta excusar la discriminación y las deplorables condiciones laborales en que muchas veces se desempeñan”

En cuanto al acceso al servicio de inspección por parte de trabajadores y empleadores extranjeros, esta debe ser y constituye la norma en virtud del principio de territorialidad de la normativa laboral, como arrojó el estudio.

Sobre las diferencias entre los inspectores de las provincias y los del Distrito, aunque en la investigación sólo se señala que aquellos acuden todos los días y estos una o dos veces a la semana, es claro que hay diferencias de desarrollo y que la brecha rural/urbana incide en que las representaciones locales y los inspectores de las provincias requieran de mayores recursos –como vehículos- para trasladarse a hacer la visitas de inspección, así como computadoras y todas las otras herramientas –como las dietas- que se requieran para rendir un servicio más eficiente.

En cuanto a la receptividad de las empresas de cara a la inspección, urge la implementación de campañas publicitarias que reflejen el papel del inspector en la sociedad, puesto que su labor contribuye a la paz social.

Recomendaciones

1. Divulgar entre trabajadores y empleadores la normativa laboral y promover campañas en los medios de comunicación sobre las razones de las visitas del inspector de trabajo y su función social;

2. Mejorar las condiciones salariales de los inspectores y elevar su autoestima a través de la facilitación de vehículos adecuados para su labor, y de un fondo especial para los casos en que las dietas se retracen;

3. Explorar la factibilidad de la creación de un Ministerio Publico Laboral Regional para el seguimiento de los casos que han sido objeto de levantamientos de actas de infracción.

4. Mejorar las instalaciones de la Representaciones Locales en todas las provincias del país, dotándolas de los recursos humanos y las herramientas necesarias para una buena inspección.

5. Aumentar el número de inspectores existentes, de forma que puedan cubrir todo el territorio nacional.

Introducción

El Estudio Jurídico-Técnico del Servicio de Inspección de Trabajo que se presenta a continuación es fruto de la relación de cooperación que existe desde hace años entre el Ministerio de Trabajo, a través de la Dirección General de Inspección, y el Coordinador de Capacidad Institucional del Proyecto Cumple y Gana para el Fortalecimiento de los Derechos Laborales en Centroamérica y República Dominicana, con el auspicio de Abt Associates, Inc.
El estudio contempla el análisis de la normativa laboral vigente y de la práctica administrativa de la Inspección de Trabajo e incluye aspectos que ponen de relieve su organización y los límites y alcances de su facultad acusadora y sancionadora en el control de las leyes y reglamentaciones laborales. 
A tales fines, se identifican las responsabilidades jurídicas, administrativas  y sociales de la Inspección de Trabajo y los medios jurídicos con que cuenta para cumplir su mandato. 
También, se hace un análisis de los  principales problemas enfrenta la práctica administrativa de esta institución del derecho laboral que constituye el Servicio de Inspección de Trabajo y de la jurisprudencia más reciente relacionada a las acciones de los inspectores y de las inspectoras de trabajo
Dividido en tres partes que dan cuenta, primero, del marco jurídico laboral, a la luz de la nueva Constitución Política de 2010, de los convenios internacionales ratificados por el país y de las leyes especiales que se relacionan con la inspección de trabajo (I).
En un segundo momento, se analiza la doctrina y la jurisprudencia más reciente sobre el papel de la inspección de trabajo en el control de la reglamentación laboral (medios de acción de los inspectores, comprobación de las infracciones, valor de las actas de infracción en el orden judicial, etc.)
Finalmente, se presentan los hallazgos de una investigación de tipo cualitativa con enfoque de género, donde se entrevistaron a ocho funcionarios y funcionarias del Ministerio de Trabajo que dirigen, coordinan y realizan labores de inspección en el Distrito Nacional, Provincia Santo Domingo, Haina, San Cristóbal y San Pedro de Macorís. 
Esta última parte permite tener una visión de la práctica del servicio de inspección de trabajo e incluye una serie de recomendaciones a considerar para mejorar la acción y valorar aún más el papel del inspector o de la inspectora de trabajo en el país, algo que como se verá, constituye uno de sus mayores reclamos (III).
En fin, luego de la conclusión y recomendaciones de lugar, se incluyen dos anexos, uno sobre las respuestas al cuestionario de las entrevistas realizadas, y otro, sobre las preguntas que contiene el Protocolo de Investigación del Ministerio de Trabajo, de la Colección Protocolos de Inspección. 

I. El Marco Jurídico

A. La Constitución Política y el Código de Trabajo
1. Constitución Política

Según la nueva Constitución de 2010, “la República Dominicana es un Estado Social y Democrático de Derecho, organizado en forma de República unitaria, fundado en el respeto de la dignidad humana, los derechos fundamentales, el trabajo, la soberanía popular y la separación e independencia de los poderes públicos” (Art.7). 

Por otra parte, “es función esencial del Estado, la protección efectiva de los derechos de la persona, el respeto de su dignidad y la obtención de los medios que le permitan perfeccionarse de forma igualitaria, equitativa y progresiva, dentro de un marco de libertad individual y de justicia social, compatibles con el orden público, el bienestar general y los derechos de todos y todas” (Art.8).

La nueva Constitución establece que el trabajo es al mismo tiempo derecho, deber y función social que cuenta con la protección y asistencia del Estado (Art.62). 
En consecuencia: 

· el Estado garantiza la igualdad de mujeres y hombres en el ejercicio del derecho al trabajo;

· nadie puede impedir el trabajo de los demás ni obligarles a trabajar contra su voluntad;
· son derechos básicos la libertad sindical, la seguridad social, la negociación colectiva, la capacitación profesional, el respeto a la capacidad física e intelectual, la intimidad y  la dignidad;

· la organización sindical es libre;

· se prohíbe toda clase de discriminación para acceder al empleo o durante la prestación del servicio;
· se reconoce el derecho  a la huelga y al paro;

· la ley dispondrá (…) las jornadas de trabajo, los días de descanso y vacaciones, los salarios mínimos y sus formas de pago, la participación de los nacionales en todo trabajo, la participación de las y los trabajadores en los beneficios de la empresa y, en general, todas las medidas mínimas que se consideren necesarias;
· el Estado facilitará los medios a su alcance para que las y los trabajadores puedan adquirir los útiles e instrumentos indispensables a su labor;
· es obligación de todo empleador garantizar (…) condiciones de seguridad, salubridad, higiene y ambiente de trabajo adecuados. El Estado adoptará medidas para promover la creación de instancias integradas por empleadores y trabajadores para la consecución de estos fines;
· todo trabajador tiene derecho a un salario justo y suficiente que le permita vivir con dignidad y cubrir para sí y su familia necesidades básicas;

· se garantiza el pago de igual salario por trabajo de igual valor, sin discriminación;

· es de alto interés la aplicación de las normas laborales relativas a la nacionalización del trabajo. 
2. El Código de Trabajo 
Define la relación laboral, el contrato de trabajo, su formación, la suspensión y la terminación del mismo, con y sin responsabilidad, los tipos de contrato y sus sujetos. 
Además, establece disposiciones sobre la capacidad de la mujer y protección de la maternidad, la protección a personas menores de edad, los No trabajadores/as, el trabajador a domicilio y los trabajadores/as domésticos. 
Por otra parte, establece las obligaciones de empleadores y trabajadores y las prohibiciones que tienen en la relación laboral, el jus variandi y la participación en los beneficios de la empresa.
Establece los derechos laborales individuales (salario, días feriados, propina, salario de navidad, jornada de trabajo y horas extras, extensión de la jornada y horas extras, descanso semanal, vacaciones y días feriados, seguridad social, seguridad, higiene ocupacional y riegos laborales, formación profesional). 
Y los derechos laborales colectivos (derecho de asociación y sindicalización, libertad sindical, sindicato, registro sindical, fuero sindical, derecho a la negociación colectiva y derecho de huelga).

Indica los procedimientos administrativos y judiciales para la aplicación de la ley laboral, instituyendo tribunales especializados en materia del derecho al trabajo, denominados juzgados y cortes de trabajo
.

El Código de Trabajo de 1992 está encabezado por trece principios fundamentales, a saber:
I.
Función social del trabajo

II. 
Libertad de trabajo

III. 
Regulación de las relaciones laborales como objetivo

IV. 
Territorialidad de la ley

V. 
Irrenunciabilidad de derechos

VI. 
Buena fe

VII. 
Igualdad de trato y No discriminación 

VIII. 
In dubio pro operario
IX. 
Primacía de la realidad

X. 
Igualdad Hombre/Mujer

XI. 
Trato especial a personas menores de edad

XII. 
Derechos básicos de trabajadores/as

XIII. 
Justicia laboral

En el país, la aplicación de las disposiciones de las leyes y reglamentos de trabajo está encomendado al actual Ministerio de Trabajo
 y sus dependencias (Art. 418 del Código de Trabajo de 1992). 
Para el mejor cumplimiento de sus funciones, el Ministerio de Trabajo tiene un Departamento de Trabajo que ofrece, entre otros, los servicios de empleo, estadísticas de trabajo, mediación, arbitraje, higiene y seguridad industrial. Además del Director del Departamento de Trabajo y de los empleados que exijan las atenciones del servicio, forman parte de éste -y están  bajo la vigilancia del primero- los Representantes Locales de Trabajo y los Inspectores Auxiliares.

Corresponde al Departamento de Trabajo, con base al Art. 423 del Código de Trabajo, despachar de acuerdo con las leyes y reglamentos, bajo la vigilancia del Ministerio de Trabajo, todo lo relativo a:

· la jornada de trabajo;
· los descansos legales;
· las vacaciones de los trabajadores;
· el cierre de las empresas;
· la protección de la maternidad de las trabajadoras;
· la protección de las personas menores de edad;
· los salarios de los trabajadores;
· la nacionalización del trabajo;
· las asociaciones de empleadores y de trabajadores;
· los contratos de trabajo;
· los demás asuntos relacionados con el trabajo como factor de producción.

El Departamento de Trabajo investigará las denuncias de irregularidades en la ejecución de los contratos, convenios, leyes y reglamentos de trabajo que le sean sometidas por los empleadores y los trabajadores perjudicados. La investigación se hará dentro de los tres días de la presentación de la denuncia (Art. 424).

Representaciones Locales e Inspección de Trabajo 

Para la mejor aplicación de las disposiciones del Código de Trabajo, el Ministerio de Trabajo puede crear distritos jurisdiccionales. En cada distrito debe asignarse un inspector con la categoría de Representante Local de Trabajo, así como los Inspectores Auxiliares que fueren necesarios (Art. 431). 

Tanto las “Representaciones Locales de Trabajo” como la “Inspección de Trabajo” son dos estructuras esenciales del Departamento de Trabajo
:

Las Representaciones Locales de Trabajo son creadas en distintas localidades para ejecutar en sus respectivas circunscripciones las órdenes que reciban del Departamento de Trabajo y vigilar dentro de estas el fiel cumplimiento de las leyes, reglamentos y contratos de trabajo. Están bajo la dirección de un inspector de trabajo. 
Las Representaciones Locales son establecidas por resolución del Ministro de Trabajo, de acuerdo al volumen de los expedientes laborales que se manejan en una determinada jurisdicción o a motivaciones geográficas: “Generalmente se abre una oficina por provincia, ubicada en el municipio cabecera, pero en algunas provincias funcionan mas de una: por ejemplo, en La Vega, que cuenta con tres representantes locales, uno en Jarabacoa, otro en Constanza y un tercero en la propia ciudad de La Vega”
.
En cuanto a  la Inspección de Trabajo se refiere, la misma es integrada por funcionarios nombrados por el Poder Ejecutivo, quienes deben ser abogados y no pueden ser destituidos sino por falta grave e inexcusable (Art.422). 

Por otra parte, muchas de las normas laborales de cuya aplicación debe velar la Inspección de Trabajo han sido objeto de convenios internacionales, en particular aquellos auspiciados por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) relacionados con la industria y el comercio, la seguridad y salud en la construcción, la igualdad entre hombres y mujeres y la igualdad de trato entre trabajadores nacionales y extranjeros, entre otros.
B. Los convenios y convenciones internacionales
1. Convenio 81 sobre la Inspección del trabajo en la industria y el comercio
El Convenio 81 relativo a la inspección del trabajo en la industria y el comercio fue aprobado por el Congreso Nacional en 1953. Según este tratado internacional, la República Dominicana deberá mantener un sistema de inspección del trabajo en los establecimientos industriales.

El sistema de inspección estará encargado de cuanto sigue:

1. velar por el cumplimiento de las disposiciones legales relativas a las condiciones de trabajo y  a la protección de los trabajadores en el ejercicio de su profesión, tales como las disposiciones sobre horas de trabajo, salarios, seguridad, higiene y bienestar, empleo de menores y demás disposiciones afines, en la medida en que los inspectores del trabajo estén encargados de velar por el cumplimiento de dichas disposiciones.;

2. facilitar información técnica y asesorar a los empleadores y a los trabajadores sobre la manera más efectiva de cumplir las disposiciones legales;

3. poner en conocimiento de la autoridad competente las deficiencias o los abusos que no estén específicamente cubiertos por las disposiciones legales existentes.

Por otra parte, los inspectores del trabajo estarán facultados para tomar medidas a fin de que se eliminen los defectos observados en la instalación, en el montaje o en los métodos de trabajo que, según ellos, constituyan razonablemente un peligro para la salud o seguridad de los trabajadores (Art.13).

Además, deberán notificarse a la inspección del trabajo, en los casos y en la forma que determine la legislación nacional, los accidentes de trabajo y los casos de enfermedad profesional (Art.14)
. 

2. Convenio 167 sobre seguridad y salud en la construcción

El Convenio 167 sobre seguridad y salud en la construcción fue aprobado por el Congreso Nacional en 1997. Según este tratado internacional, la legislación nacional deberá prever que los empleadores y trabajadores por cuenta propia estarán obligados a cumplir en el lugar de trabajo las medidas prescritas en materia de seguridad y salud (Art.7).

Específicamente, la legislación nacional deberá prever que en cualquier lugar de trabajo los trabajadores tendrán el derecho y el deber de participar en el establecimiento de condiciones seguras de trabajo en la medida en que controlen el equipo y los métodos de trabajo, y de expresar su opinión sobre los métodos de trabajo adoptados en cuanto puedan afectar la seguridad y la salud (Art.10).

Por otro lado, la legislación nacional deberá establecer que todo trabajador tendrá el derecho de alejarse de una situación de peligro cuando tenga motivos razonables para creer que tal situación entraña un riesgo inminente y grave para su seguridad y su salud, y la obligación de informar de ello sin demora a su superior jerárquico.

De tal modo, cuando haya un riesgo inminente para la seguridad de los trabajadores, el empleador deberá adoptar medidas inmediatas para interrumpir las actividades, y si fuere necesario, proceder a la evacuación de los trabajadores (Art.12).

En ese orden, deberán adoptarse todas las precauciones adecuadas para garantizar que todos los lugares de trabajo sean seguros y estén exentos de riesgos para la seguridad y salud de los trabajadores.

También, deberán facilitarse, mantenerse en buen estado y señalarse, donde sea necesario, medios seguros de acceso y salida en todos los lugares de trabajo. Además, deberán adoptarse todas las precauciones adecuadas para proteger a las personas que se encuentren en una obra o en sus inmediaciones de todos los riesgos que pueden derivarse de la misma (Art.13).

En fin, entre otras numerosas medidas, el Convenio internacional señala que “cuando un trabajador pueda estar expuesto a cualquier riesgo químico, físico o biológico, en un grado tal que pueda resultar peligroso para su salud deberán tomarse medidas apropiadas de prevención a la exposición”

En 2008, una investigación realizada en Santo Domingo sobre las condiciones laborales de los inmigrantes haitianos que trabajan en el sector construcción indica que el 96% de los trabajadores haitianos y el 73% de los trabajadores dominicanos “afirmó que nadie le explicó los derechos que posee como trabajador al empezar un trabajo”
. 

Según la misma investigación, en general, “la mayor cantidad de trabajadores, el 66.07%, afirmaron que no se les informó sobre lo que se les iba a pagar, y lo mismo, el 27.03% de los trabajadores dominicanos”. De tal modo, “el 72.0% de los trabajadores dominicanos afirmaron que habían acordado el precio de su trabajo al momento de comenzar, mientras que sólo el 33.03% de los haitianos afirmó haber tenido claro el sueldo que iban a devengar”
.

Cabe anotar, por otro lado, la existencia del Convenio No.129 de la OIT de 1969, que aunque no ha sido ratificado en el país, se refiere a la inspección del trabajo en la agricultura, y según el cual: “El sistema de inspección del trabajo en la agricultura se aplicará a las empresas agrícolas que ocupen trabajadores asalariados o aprendices, cualesquiera que sean la forma de su remuneración y la índole, forma o duración de su contrato de trabajo” (Art.4).

3. Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer
El Estado dominicano ha suscrito, asimismo, otros tratados como la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, que obliga a los Estados parte a adoptar “todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos”
. 

Por otra parte, el primer tratado suscrito por la República, específicamente en materia de igualdad de género en el trabajo, fue el Convenio 100 de la OIT sobre Igualdad de Remuneración de 1951.  El mismo obliga a los Estados a “garantizar la aplicación a todos los trabajadores del principio de igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor”
.

La República Dominicana ratificó en 1964 el Convenio 111 de la OIT, relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación, el cual prohíbe cualquier “distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación”
.

Además, el Convenio 111 obliga los Estados parte a “llevar a cabo una política nacional que promueva (…) la igualdad de oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupación, con objeto de eliminar cualquier discriminación a este respecto”
. Para garantizar el cumplimiento de dicha política, los Estados parte están obligados a promulgar leyes y promover programas educativos y a derogar o modificar las disposiciones legislativas que resulten discriminatorias.

También la Convención de Belém do Pará, sobre la violencia contra la mujer, que afirma el derecho que esta tiene “a ser libre de toda forma de discriminación”; así como otros instrumentos de derechos humanos que prohíben la discriminación y protegen y promueven la equidad de género: la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966, el Pacto de Derechos Económicos y Sociales de 1966 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969.

4. Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial de 1965
Entre las obligaciones fundamentales del Estado, reconoce el “derecho al trabajo y a igual salario por trabajo igual” y el “derecho a fundar sindicatos”.

Define la discriminación racial como “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”.
5. Convenio 19 sobre la igualdad de trato entre trabajadores extranjeros y nacionales

El Convenio 19 relativo a la igualdad de trato entre los trabajadores extranjeros y nacionales en materia de indemnización por accidentes de trabajo fue aprobado por el Congreso Nacional en 1956. Según este tratado internacional, la República Dominicana se obliga a conceder a los nacionales de cualquier otro Estado Miembro que lo haya ratificado, y que fueren víctimas de accidentes del trabajo ocurridos en el territorio de aquel, o a sus derechohabientes, “el  mismo trato que otorgue a sus propios nacionales en materia de indemnización por accidentes de trabajo”. Esta igualdad de trato será otorgada a los trabajadores extranjeros, y a sus derechohabientes sin ninguna condición de residencia”
.

6. Convenio No. 182 de la OIT sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación de 1999 

El Convenio No. 182 de la OIT sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación de 1999 (Res. 47-2000, G.O. No.10053), reconoce que “el trabajo infantil se debe en gran parte a la pobreza” y que la solución a largo plazo radica en un crecimiento económico sostenido que conduzca al progreso social, sobre todo en lo que se refiere a la mitigación de la pobreza y a la educación universal.

Según el Convenio (Art.3), las peores formas de trabajo infantil son las siguientes:

· todo tipo de esclavitud o de práctica análoga, como la venta y tráfico de niños, servidumbre por deudas y condición de siervo, y el trabajo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento de niños para utilizarlos en conflictos armados;

· la utilización, reclutamiento u oferta de niños para la prostitución, la producción de pornografía o actuaciones pornográficas;

· la utilización, reclutamiento u oferta de niños para actividades ilícitas, como el tráfico de estupefacientes;

· el trabajo que por su naturaleza o condiciones en que se lleva a cabo es probable que dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los niños.

Teniendo en cuenta la importancia de la educación para la eliminación del trabajo infantil, han de adoptar medidas tendentes a:

· impedir la ocupación de niños en las peores formas de trabajo infantil;

· prestar la asistencia necesaria para librar a los niños de las peores formas de trabajo infantil y asegurar su rehabilitación e inserción social;

· asegurar a los niños que hayan sido librados a las peores formas de trabajo infantil el acceso a la enseñanza básica gratuita, y cuando sea posible, a la formación profesional;

· identificar a los niños que están particularmente expuestos a riesgos y entrar en contacto directo con ellos;

· tener en cuenta la situación particular de las niñas.
7. Convención internacional sobre los derechos del niño de 1989 y el “interés superior del niño”

Por otro lado, la Convención internacional sobre los derechos del niño de 1989, establece que el niño es “todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”. Es decir, se entiende por niño a todo ser humano desde su nacimiento hasta los 18 años. 

Según la Convención de 1989, todas las medidas respecto del niño deben estar basadas en la consideración del interés superior del mismo. Este concepto debe ser tenido en cuenta por instituciones públicas o privadas de bienestar social, tribunales y autoridades administrativas y legislativas. 

Corresponde al Estado asegurar una adecuada protección y cuidado, cuando los padres y madres, u otras personas responsables, no tienen capacidad para hacerlo, especialmente en materia de seguridad, sanidad, supervisión, número y competencia del personal de las instituciones encargadas del cuidado de los niños.

Por otra parte, existe una serie de leyes especiales que inciden y deben ser tomadas en cuenta en la labor de los inspectores de trabajo. 

En ese orden, cabe destacar el Código para el sistema de protección y los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes (ley 136-03); la Ley de Zonas Francas No.8-90; la Ley 103-99 que alivia en parte el régimen especial previsto en el Código de Trabajo para el trabajador doméstico; la Ley139-97 que traslada al lunes siguiente los días feriados que caigan de martes a viernes; la Ley de Función Pública No. 41-08; la Ley del Sida No.55-93; la Ley de Migración 285-04; la Ley No.137-03 sobre el tráfico ilícito de emigrantes y trata de personas. 

También, podrían considerarse algunas leyes no laborales como el Código Procesal Penal (ley No.76-02), y la Ley 19-01 que instituye el Defensor del Pueblo, que aunque sin nombrar aún desde 2001, ha sido elevado a rango constitucional por la Constitución  de 2010. 

Para los fines del presente estudio, antes de ver al menos en parte el contenido de la ley del Sida, de la de Migración y de la de Trata de personas y Tráfico ilícito de migrantes, cabe mencionar algunas disposiciones y consideraciones sobre la ley 136-06, la ley de zonas francas y la ley de función pública. 

C. Las legislaciones especiales
1. Ley 136-03. Código para el sistema de protección y los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes

La Constitución de 2010 señala la importancia de la noción de interés superior del niño, la niña y “declara del más alto interés nacional la erradicación del trabajo infantil y todo tipo de maltrato o violencia contra las personas menores de edad. 
Los niños, niñas y adolescentes serán protegidos por el Estado contra toda forma de abandono, secuestro, estado de vulnerabilidad, abuso o violencia física, sicológica, moral o sexual, explotación comercial, laboral, económica y trabajos riesgosos” (Art.56). Los artículos siguientes de la Constitución protegen las personas de la tercera edad (Art.57) y aquellas con discapacidad (Art.58).
La ley 136-03 reconoce en la noción de interés superior del niño un principio de aplicación e interpretación de su contenido normativo y señala que la misma “busca contribuir con su desarrollo integral y asegurar el disfrute pleno y efectivo de sus derechos fundamentales”. 
Esta ley 136-0 o “Código para el sistema de protección y los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes” indica los elementos que se deben tener en cuenta para determinar el interés superior del niño en situaciones concretas. 

En particular, se debe apreciar cuanto sigue: 
· la opinión del niño; 
· el equilibrio entre los derechos del niño y el bien común; 
· la indivisibilidad de los derechos humanos o la necesidad de equilibrio entre todos los derechos del niño establecidos en la Convención de 1989; 
· la prioridad de los derechos del niño frente a los derechos de las personas adultas (Principio V).

Por otra parte, la ley 136-03 “prohíbe el trabajo de las personas menores de catorce años”. En caso de que una persona compruebe que se viola esta norma lo pondrá “en conocimiento de la Secretaría de Estado de Trabajo y del Consejo Nacional para la Niñez y Adolescencia (CONANI), a fin de que se adopten las medidas adecuadas para que dicho menor cese sus actividades laborales y se reincorpore al sistema educativo, en caso de que esté fuera del sistema” (Art.40).

Cuando alguien, más allá de los derechos que le hayan sido reconocidos, retenga a un niño “o lo traslade a un lugar o país diferente del que tenga su residencia habitual, sin la debida autorización, será considerado traslado o retención ilegal de niño, niña o adolescente”. 

El Ministerio Público competente deberá restituir al niño a la persona que tiene la guarda legal y, en caso de que el traslado fuera a otro país, deberá reclamar su devolución ante sus autoridades (Art.110). Como puede apreciarse, esta definición incluye a los niños que hayan sido objeto de desplazamiento interno y de migración internacional, según sea el caso. 

Subvaloración del trabajo doméstico
Los reportes preliminares de la Encuesta Nacional de Trabajo Infantil (ENTI- 2000), revelan que el 17.7% de los y las menores entre 5 y 17 años estaba ocupado en alguna actividad económica la semana anterior a la entrevista, sea de forma remunerada o no. En términos absolutos, esta proporción significa que 428,720 niñas, niños y adolescentes se encuentran trabajando actualmente. 

Según datos preliminares de la Encuesta Nacional de Trabajo Infantil (ENTI- 2000), la ocupación predominante en niños, niñas y adolescentes del país (entre 5 y 17 años) es la de servicios personales (28.2%), y entre éstos, los de mayor peso son los servicios de criados y sirvientes domésticos (11.2%). En términos absolutos, esta cifra representa alrededor de 48,000 trabajadores infantiles domésticos.

Según los estudios sobre la temática,  “para una gran parte de la población dominicana ‘criar’ a un niño o niña (eufemismo usado en el país para referirse al empleo de un o una menor para trabajo doméstico) es un acto de caridad encomiable, y que a cambio de ello el niño o la niña retribuya ‘ayudando’ en el trabajo doméstico es percibido también como algo normal e incluso justo, con el agravante de que se asume como una ‘retribución’ el pago en especie que significa el techo, la comida y la escuela”
.

Según estos estudios, “los hogares de clase media y media baja de las zonas urbanas están ‘criando’ a niñas y niños como forma de asegurarse una ayuda doméstica de confianza, dócil y de bajo costo”
.

Además, ni los empleadores o empleadoras reconocen o identifican al o la menor que están ‘criando’ como trabajador doméstico ni éstos tampoco se auto reconocen como tales y por tanto no tienen conciencia de que se están violando sus derechos. 

Según los hallazgos de dicha investigación: “Este ocultamiento de la realidad es el reflejo de la subvaloración social del trabajo doméstico derivada de la subordinación de género, agravada por el desconocimiento generalizado sobre los derechos de la infancia. De ahí que ‘a diferencia de otras formas de trabajo infantil, el trabajo doméstico no sólo se encuentra entre los menos regulados y los peor remunerados, sino que constituye una de las ocupaciones más desprestigiadas y estigmatizadas socialmente’
.

Cabe resaltar que la Secretaría de Estado de Trabajo (SET) tiene un programa de prevención y erradicación del trabajo infantil con la OIT, que ha obtenido avances en cuanto a la reducción del trabajo infantil, sobre todo en zonas agrícolas de la zona norte del país como Bonao, Constanza y Jarabacoa
.

En la reunión de la Comisión de Expertos de 2009, al examinar los principales acontecimientos relacionados con el Convenio sobre la edad mínima, 1973 (núm.138), la OIT reiteraba el vínculo del trabajo infantil con la pobreza y la educación. Sobre éste último aspecto, los expertos dan particular importancia a la tasa de escolarización de los niños en la educación primaria. 

Respecto a la República Dominicana, se señala el Informe de Seguimiento Global UNESCO, que indica que está claro que el país -junto a Burkina Fasso- “no alcanzarán la escolarización primaria universal en 2015”
.

Desde 2008, el licenciado Radhamés Mejía, Vicerrector de la Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra, analizó la realidad de la educación dominicana utilizando el criterio de cobertura del servicio y el de la calidad: “Los resultados del análisis del licenciado Mejía dan cuenta de que en cobertura tenemos deficiencias en la educación inicial y básica, pero la crisis verdadera se encuentra en el nivel medio, en donde solamente treinta y ocho dominicanos de cada cien con edades entre catorce y dieciocho años, asiste a la escuela”
.

2. Ley de Zonas Francas No.8-90

La ley de zonas francas, pese a instaurar un régimen especial de exenciones tributarias, no descarta en lo mas mínimo las disposiciones del Código de Trabajo, que deben cumplirse en todo el territorio nacional.
Según la legislación de zonas francas, las operadoras de zonas francas y las empresas establecidas dentro de ellas, están protegidas bajo un régimen aduanero y fiscal que las exime del pago del 100% de los impuestos que deberían pagar (Art. 24).

De acuerdo a la Ley 8-90 sobre las Zonas Francas en la República Dominicana:

“Las operadoras y las empresas instaladas en las zonas francas de exportación acogidas a la protección de esta ley, deberán cumplir con todas las leyes, reglamentaciones y disposiciones vigentes que están consagradas en el Código de Trabajo y las leyes laborales. Deberán asimismo, satisfacer las obligaciones que les impone la ley de Seguros Sociales, la ley que crea el Banco de los Trabajadores, la Ley No.116 que crea el Instituto Nacional de Formación Técnico Profesional (INFOTEP), los convenios internacionales suscritos y ratificados por el Gobierno Dominicano al respecto y las leyes Sanitarias para instalaciones industriales” (Art. 41)
.

Ahora bien, en la práctica, para la Confederación Sindical Internacional (CSI), en las Zonas Francas de Exportación (ZFE) los derechos de los trabajadores y las trabajadoras son “inexistentes”. En el resto del país tampoco se respetan adecuadamente, al quedar anulados por diferentes estrategias antisindicales que cada día se renuevan. 

Pese a los cambios experimentados en la fisonomía de las zonas francas, debidos en gran medida a la puesta en práctica desde los años noventa del siglo veinte, de programas de Responsabilidad Social Empresarial (RSE), los trabajadores de zonas francas ganan un 20% menos que otros trabajadores de similares características en otros sectores de la manufactura
. 

No hay que olvidar las “campañas de gran impacto mediático, impulsadas por los movimientos de consumidores en Europa y Estados Unidos, como “Ropa Limpia”, o “El trabajo detrás de la etiqueta” y, en nuestro país, “Trabajo sí, pero con dignidad”, propiciaron también el ambiente de cambio en el sector. Por ejemplo, “para 1998 sólo dos empresas del parque de Santiago contaban con consultorios médicos en las fábricas; cinco años más tarde eran cerca de diez”
.

En el marco del DR-CAFTA, un reciente estudio de WOLA indica que: “Está claro que a largo plazo, Estados Unidos y los países involucrados tendrán que invertir más recursos para crear empleos en el sector formal, incluyendo el sector rural y agrícola, con miras a crear mayor seguridad económica y de empleo para los trabajadores y socavar los factores que contribuyen a la migración a países vecinos y a Estados Unidos”
.

Jornadas “extras”
En las zonas francas: “Los salarios miserables, las duras condiciones de trabajo, las extensas-y generalmente obligatorias- jornadas extras, el régimen interno casi policial y el control sobre cualquier intento de protesta, hacían que este trabajo fuera despreciado y rechazado por los hombres y considerado-por las propias trabajadoras- como ‘un mal necesario’, como un lugar de paso, a la espera de algo mejor para ellas y sus familias”
.

En el lugar de trabajo, las trabajadoras de zonas francas han estado “expuestas a terribles modalidades de abuso y sobreexplotación: jornadas laborales intensas, negación de permisos para ir al baño, despidos arbitrarios, persecución ante los intentos de organización sindical, listas negras, (…) salarios de hambre y metas de producción inalcanzables”
. 
Además, “el acoso sexual o la exigencia de favores sexuales para acceder o permanecer en expuesto de trabajo, era una práctica frecuente, así como las pruebas de embarazo obligatorias”
.

Un estudio llevado a cabo en 2007 en un parque industrial o zona franca de San Pedro de Macorís, al este del país, reveló que: 
“Las trabajadoras dicen no conocer – o son críticas- sobre los supuestos beneficios de pertenecer a una estructura sindical. Por otro lado, la estigmatización de los dirigentes contribuye a su falta de interés, lo que lleva a que muchas veces hasta desconozcan la existencia o no de sindicatos en su propia empresa. Un sorprendente 67.7% dijo no saber si su fábrica tenía o había tenido un sindicato”
.
Derechos desconocidos
Según el mismo estudio, “las mujeres no ven el reclamo como un derecho que deben y pueden ejercer cuando son víctimas de prácticas discriminatorias; más bien lo ven como una situación de conflicto que, en nuestra cultura, es preferible evadir”
.

En San Pedro de Macorís, la gran mayoría de trabajadoras (94%), por temor a represalias o a crear problemas,  no ha reclamado nunca ante la Secretaría de Estado de Trabajo. Actitud pasiva que se atribuye a la “conjunción de falta de información, rol genérico asumido y miedo”, y que “lleva a las trabajadoras a tolerar y hasta excusar la discriminación y las deplorables condiciones laborales en que muchas veces se desempeñan”
.

Según este estudio, las trabajadoras nunca recibieron de la Seguridad Social el pago del subsidio de maternidad, equivalente a tres medios sueldos. Sólo recibieron la parte del salario correspondiente a las empresas, las cuales les entregaron sus cotizaciones, para que pudieran exigir el pago a la Seguridad Social. 

Por otra parte, sólo un 2% de las trabajadoras en el parque industrial sometió alguna vez una demanda ante un tribunal laboral. Y sólo el 35% de las mismas afirmó haber recibido información o capacitación sobre sus derechos
.

Como se observa, las trabajadoras dominicanas no se involucran: 

“Además de no reclamar, las trabajadoras tampoco participan activamente en los sindicatos, tanto por la falta de tiempo y la modalidad masculina con que estos funcionan, como por el temor de perder sus empleos. A pesar de que el derecho a la libertad sindical quedó garantizado y protegido con el Código de Trabajo de 1992 (a través del fuero sindical), en la práctica las empresas de zonas francas oponen gran resistencia para el ejercicio de este derecho”
.

Para fines de 2004, “la fuerza laboral femenina en los 58 parques y 569 empresas del sector había sufrido-en términos relativos- un importante descenso, pasando a ser el 52% de los más de 189 mil trabajadores”
.

Por otra parte, aunque en el país existen cuatro federaciones sindicales, la Federación Nacional de Trabajadores de las Zonas Francas (FENATRAZONA), la Federación Dominicana de Trabajadores de las Zonas Francas (FEDOTRAZONA), la Federación Unitaria de Trabajadores y Trabajadoras de las Zonas Francas (FUTRAZONA), y la Unión Nacional de Trabajadores de Zonas Francas, estas tienen incidencia sólo en seis o siete parques, y en todos los años de funcionamiento de las zonas, apenas han podido celebrar unos nueve convenios colectivos
.

Además, según el informe de la CSI, los procesos en los tribunales laborales son demasiado largos. El tiempo promedio que demora la resolución de un caso en los tribunales de primera instancia es de 15,3 meses, y de 16,4 meses en el tribunal de apelación. 

Pese a la existencia de tribunales especializados en materia laboral (juzgados y cortes de trabajo), la jurisdicción laboral especializada no cubre todo el territorio nacional, y todavía en muchos lugares del país, como en Dajabón, es el tribunal de primera instancia el que conoce de los casos laborales, lo que hace más lento el procedimiento, y por tanto, la resolución de los casos litigiosos.

“pocos inspectores”
Un estudio de CIPAF identificó en 2007 una serie de dificultades para el acceso a la justicia laboral. En el ámbito administrativo, las cuestiones identificadas se relacionan con el funcionamiento de la Secretaría de Estado de Trabajo (SET): bajo presupuesto, pocos inspectores, necesidad de mayor capacitación para los mediadores, inspectores y personal en general, y ausencia de régimen de protección a testigos en las inspecciones de trabajo.

Dicho estudio identificó además obstáculos relacionados a la vulnerabilidad de trabajadores y trabajadoras, vinculados a la naturaleza desigual entre las partes de la relación laboral y a la situación particular de vulnerabilidad de la población. Según el estudio de CIPAF (2007), tales obstáculos se explican, en gran medida, porque los trabajadores y las trabajadoras:

· No son beneficiarios de programas regulares de capacitación que les eduque sobre sus derechos, lo que les impide identificar tanto las violaciones a sus derechos como los mecanismos para exigir la sanción o indemnización de lugar;
· Son los que más necesitan su empleo, ya que es su sustento básico y saben o temen que llevar a cabo un reclamo implica la pérdida de su trabajo;
· Los que sí exigen el cumplimiento de sus derechos acudiendo a la SET o a los tribunales laborales, enfrentan numerosos contratiempos. En particular, dado “el largo tiempo que tienen que esperar para obtener una sentencia –y los gastos que esto conlleva- las y los trabajadores  terminan perdiendo la esperanza de lograr una ganancia de causa a su favor
.
También, existen restricciones para el sector público y como más del 58% de los trabajadores formales está al servicio del Estado, el ejercicio del derecho a la huelga resulta muy limitado. Además, a pesar de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa se producen despidos masivos en el sector público sin garantizar las debidas compensaciones. 
3. Ley No.41-08 de Función Pública 

Dicha ley fue modificada en 2008 por la ley No.41-08 de Función Pública y crea la Secretaría de Estado de Administración Pública. Esta nueva ley excluye de su ámbito de aplicación a quienes ocupan cargos por elección popular; a los miembros de la Junta Central Electoral y de la Cámara de Cuentas; a quienes mantienen relación de empleo con órganos y entidades del Estado bajo el régimen del Código de Trabajo; y al personal militar y policial, aunque esté asignado a órganos de seguridad e inteligencia del Estado (Art.2).

Por otra parte, la ley 41-08 de función pública, que crea el Ministerio y el Instituto de Administración Pública, “regula las relaciones de trabajo de las personas designadas por autoridad competente para desempeñar los cargos presupuestados para la realización de funciones públicas en el Estado, los municipios y las entidades autónomas” (Art.1). 
De igual forma, la ley de función pública establece que sus principios y disposiciones serán aplicables a aquellos regímenes de carrera que sean establecidos por otras leyes. 
Esta ley consagra derechos individuales (Art. 58) y colectivos (Art.67) a los funcionarios o servidores públicos, a los cuales clasifica como sigue:
1. De libre nombramiento y remoción;

2. De carrera;

3. De estatuto simplificado;

4. Empleados temporales.

En cuanto a los recursos de que disponen, la ley señala que “los servidores públicos tendrán derecho a interponer los recursos administrativos de reconsideración y jerárquico, con el objetivo de producir la revocación del acto administrativo que les haya producido un perjuicio, agotados los cuales podrán interponer el recurso contencioso-administrativo por ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa” (Art.72)
.

4. Ley del Sida No.55-93 de 1993

Esta legislación define la discriminación como las “actitudes o prácticas mediante las cuales se afecta el desarrollo de las actividades normales de una persona o grupo de personas dentro de su contexto social, familiar, laboral o asistencial, o se les rechaza o excluye, por la sospecha o confirmación de estar infectada por el VIH”

La ley del SIDA prohíbe la realización de pruebas para el diagnóstico de infección por el VIH, salvo en los siguientes casos (Art.2):

a) Cuando exista de parte del médico sospecha clínica y/o epidemiológica de infección 
     VIH, previa autorización del paciente.

b) A solicitud del interesado con prescripción médica.

c) Cuando una persona fuera a donar sangre u órganos humanos.

d) Estudios de investigación epidemiológica voluntarios (previa autorización del

    paciente) o anónimos no ligados a datos de identificación personal;

e) La transfusión sanguínea sin el debido tamisaje para el VIH y hepatitis viral.

Por otra parte, dice el texto de ley, las pruebas para el diagnóstico de infección por el VIH no deben realizarse (Art.3):

a) Para fines laborales, como requisito de ingreso a un trabajo o como condición

    para la permanencia en el empleo.

b) Para fines propios de la atención en salud: cuando los resultados de la prueba   

    condicionen la atención al paciente.

Según el Art.36, la violación del Artículo 3, acápite a) de la presente Ley en lo relativo a la permanencia o ingreso en el empleo, será castigada con multa de RD$ 30,000.00 (treinta mil pesos oro) a RD$ 100,000.00 (cien mil pesos oro), y con el pago al empleado de un año de salarios independientemente de las prestaciones establecidas por
el Código de Trabajo y demás leyes laborales.

Por otro lado, la información relativa a todos los casos en que se diagnostique la seropositividad al VIH es de estricto carácter confidencial (Art.6). Esta ley pone a cargo del Ministerio de Trabajo una labor de promoción de información y educación sobre los modos de transmisión y prevención del virus del Sida y, en general, de todas las enfermedades de transmisión sexual entre trabajadores, sindicatos y empleadores. 

En efecto, según el Art.12: “La Secretaría de Estado de Trabajo, en coordinación con las centrales sindicales, fomentará la información, educación y comunicación debida respecto a los modos de transmisión y prevención de las ETS y el SIDA, entre empleados y patronos en todas las empresas públicas y privadas que operan en el país. La SESPAS prestará la debida asistencia en cuanto al contenido de la información, educación y comunicación que a este respecto promueva la Secretaría de Estado de Trabajo.

En tal sentido, los trabajadores o empleados sero-positivos al VIH no están obligados a informar a sus empleados sobre su condición sexológica (Art.22). Sin embargo, todas las personas en su conocimiento de su seropositividad al VIH, deberán comunicar su condición serológica a las personas que vayan a establecer relaciones sexuales, para contar con el consentimiento informado de las mismas (Art.26).
Por otro lado, las personas privadas de su libertad deberán ser tratadas como cualquier otra persona, no pudiendo ser sometidas a pruebas obligatorias para detectar la infección por VIH, salvo para fines de prueba en un proceso judicial (Art.23).

En lo que se refiere a los niños y adolescentes infectados, y a los hijos de madres o padres infectados, independientemente de su condición de portadores del VIH, o no, no podrá negárseles por la referida causa su ingreso o permanencia en centros educativos públicos o privados, ni serán discriminados por motivo alguno (Art.24).

Sin embargo, las personas diagnosticadas como portadores de anticuerpo al VIH/SIDA no podrán donar sangre, semen, leche materna, órganos o componentes anatómicos (Art.25).

Por otra parte, la ley prohíbe la reutilización de jeringas, agujas, equipos y otros materiales desechables o descartables en todos los establecimientos de salud tanto públicos como privados (Art.15). Además, obliga que los establecimientos tales como: reservados, hoteles, moteles, etc., con servicio de cama, coloquen en un lugar visible un mínimo de dos preservativos o condones sin que el cliente tenga que solicitarlos.

En cuanto a los laboratorios se refiere, la ley es clara en el sentido de que “cualquier laboratorio o banco de sangre que se dedique a realizar pruebas de detección de anticuerpos al VIH, o a cualquier otro método diagnóstico de la presencia del VIH deberá además de estar registrado en la SESPAS, notificar los resultados de estas pruebas a esa institución estatal” (Art.27).
Además, es obligatorio que todos los laboratorios, bancos de sangre y centro de atención a la salud, desechen sus desperdicios sanitarios bajo las normas de bioseguridad que establezca la SESPAS (Art.28).
5. Ley General de Migración No.285-04

“Los mismos derechos civiles”
Según los términos de la Ley General de Migración de 2004 “los extranjeros autorizados a permanecer en el territorio nacional disfrutarán  de los mismos derechos civiles que los concedidos a los dominicanos por los tratados de la nación a la que el extranjero pertenezca” (Art. 22). Dicha autorización se refiere al estatuto de residente, como indica la siguiente disposición: “El extranjero a quien el gobierno hubiere concedido fijar en la República su domicilio, gozará de todos los derechos civiles, mientras resida en el país” (Art. 23).

Lo mismo ocurre respecto a los derechos laborales. Según la ley de migración, “los extranjeros habilitados para trabajar según su categoría o subcategoría de ingreso, gozarán de la protección de las Leyes laborales y sociales pertinentes” (Art. 26). En cuanto a los procedimientos administrativos se indica lo que sigue: “los procedimientos administrativos o judiciales que conciernen a los extranjeros, respetarán las garantías previstas en la Constitución, Convenciones Internacionales y Leyes vigentes” (Art. 24).

El control de permanencia y las categorías migratorias
La ley de migración de 2004, en su tercera sección sobre el “control de permanencia”, condiciona el trabajo de las personas migrantes a aquellos y aquellas que tengan en el país la categoría de residentes. Una categoría que se subdivide en residentes permanentes y residentes temporales.
En efecto, el Art.98 de la ley de migración establece la categoría de residente permanente como sigue:

“Los extranjeros admitidos como residentes permanentes pueden realizan toda clase de trabajo o actividad remunerada, por cuenta o en relación de dependencia, con la excepción de la subcategoría de jubilados, pensionados o rentistas, que deben ser autorizados por la Dirección General de Migración y la Secretaria de Estado de Trabajo. La Presente disposición no exime a los extranjeros de  cumplir con obligaciones previstas en la leyes especiales, tales como revalidas de títulos profesionales y autorizaciones para el ejercicio de profesiones liberales”.

Según el Art. 99, los residentes temporales podrán laborar en el país durante el periodo de permanencia autorizado, como se indica a continuación: 
“Los extranjeros admitidos como residentes temporales podrán desarrollar actividades remuneradas o lucrativas durante el periodo de permanencia autorizado, de acuerdo a las modalidades establecidas en la presente ley y su reglamento, exceptuando los comprendidos en la subcategoría ‘parientes del residente temporal’, que deben contar con una autorización expresa de la dirección general de migración”.

Por otra parte, según el Art.100 de la ley: los extranjeros admitidos como ‘no residentes’, no podrán realizar tareas remuneradas o lucrativas de ninguna naturaleza, excepto los extranjeros comprendidos en la sección VII incisos 5,6,7 y 9 relativos a los no residentes de la presente ley, quienes lo harán estrictamente para las actividades que fueron admitidos. 
Los incisos de la sección VII de la ley se refieren a los trabajadores temporeros, a los habitantes fronterizos, deportistas, artistas y estudiantes, como se indica a continuación.
· Trabajadores temporeros, entendiendo como tales a todos aquellos extranjeros que ingresan al país para prestar sus servicios laborales por un tiempo determinado, y bajo contrato, de forma individual o formando parte de contingentes, por personas física o morales que explotan en el país unidades económicas de producción, distribución de bienes y servicios, y de acuerdo a las asignaciones de cuotas y planes de políticas migratorias que elabores el Consejo Nacional de Migración. Para los fines de la presente Ley, los Contratos Estaciónales de la industria azucarera se reputaran Contratos de Trabajo por Tiempo Determinado.

Contratos del azúcar

A notar que la última parte de dicha disposición contradice lo estipulado en el Artículo 30 del Código de Trabajo, que establece que: “Los contratos estaciónales de la industria azucarera se reputan contratos de trabajo por tiempo indefinido sujetos a las reglas establecidas para éstos en caso de desahucio, salvo disposición contraria de la ley o del convenio colectivo. Los períodos de prestación del servicio, correspondientes a varias zafras o temporadas consecutivas se acumularán para la determinación de los derechos del trabajador”.

En ese sentido, el Código de Trabajo contiene una norma que es más favorable al trabajador que la contenida en la ley de migración, y por tanto, en virtud del in dubio pro operario, la norma del Código de Trabajo se impone
.

Las otras categorías que establece la sección III de la ley se refiere a los “habitantes de las comunidades fronterizos que desarrollen actividades no laborables, dedicados a la faenas de pequeño comercio, entendiéndose por tales, a los extranjeros que residen en áreas fronterizas limítrofes al territorio nacional y que ingresan al país dentro de un perímetro de la frontera, debidamente autorizados a realizar actividades lícitas y productivas, regresando diariamente a su lugar de residencia”.

En fin, se incluyen también las personas integrantes de grupos en razón de su actividad deportiva, artística, académica o de naturaleza conexa; y los estudiantes que ingresen al país para cursar estudios como alumnos regulares en establecimientos reconocidos oficialmente.

Por otra parte, la ley de migración indica que “los extranjeros que permanezcan ilegalmente en el territorio nacional, no podrán bajo ninguna circunstancia, trabajar, o realizar tareas remuneradas o lucrativas (Art.101). 
En ese sentido, según el Art.102: “Todo empleador, al proporcionar trabajo u ocupación o contratar a algún extranjero, deberá constatar su permanencia legal en el país y que el mismo se encuentra habilitado para trabajar, para lo cual exigirá excepción la presentación de los siguientes documentos:

a) Carné de residente permanente o de residencia temporal, según corresponda, en el cual se especifique plazo legal de permanencia y si esta o no autorizado para trabajar.

b) Cédula de identificación personal para extranjeros en la que coste que el extranjero es residente temporal o residente permanente.

c) Carné de trabajo para los trabajadores temporeros no residentes.

Además, los empleadores serán responsables por la continuidad laboral o contractual con los extranjeros cuya permanencia y situación migratoria se hubiese convertido en legal, al caducar, durante tal relación, sus derechos a trabajar (Art.103).
Encima, dice el texto de ley, “el empleador que proporcione trabajo o contrata a un extranjero que no está habilitado para trabajar según las disposiciones de la presente ley, queda obligado a pagar los gastos de deportación, si tal medida es dispuesta por la Dirección General de Migración, sin perjuicio de las sanciones que sean aplicables” (Art.104).
Por otra parte, la verificación de las infracciones a las normas migratorias mencionadas en la presente ley, no exime a los empleadores del pago de sueldos, salarios u otro tipo de remuneración, al personal que le hubiere dado trabajo u ocupación en la violación a lo dispuesto por esta ley (Art.105).
De igual forma, “toda irregularidad en la permanencia migratoria que fuera detectada por lo que proporcionen empleo a extranjeros, se reporta a la autoridad migratoria dentro de las 48 horas de percibida” (Art.106). A tales fines, “la Dirección General de Migración, podrá efectuar inspecciones en los lugares de trabajo, a fin de tomar las medidas de lugar, sin perjuicio de las comprobaciones y acciones que emprenda la Secretaria de Estado de Trabajo” (Art.107).
Sanciones

Según el Art. 131 de la ley de migración,  “sin perjuicio de las sanciones previstas en el Código de Trabajo y leyes especiales, serán sancionados con una multa de tres a diez salarios mínimos por a cada infracción, las personas físicas o morales contratantes de trabajadores temporeros (…)” Y, con multas de cinco a treinta salarios mínimos, los empleadores que contraten o proporcionen trabajo a extranjeros ilegales o no habilitados para trabajar en el país (Art. 132).

6. Ley No.137-03 sobre el tráfico ilícito de migrantes y trata de personas

La Constitución de 2010 prohíbe “en todas sus formas, la esclavitud, la servidumbre, la trata y el tráfico de personas” (Art.41).

La “Ley No.137-03 sobre el tráfico ilícito de migrantes y trata de personas” define la trata a partir de lo establecido por el Protocolo de Palermo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños (2000), que complementa la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. La República Dominicana es signataria del Protocolo pero aún no lo ha ratificado, aunque hace mención del mismo en el preámbulo de la ley 137-03 sobre el tráfico ilícito de migrantes y trata de personas.

El Protocolo de Palermo de 2000 declara que para prevenir y combatir la trata de personas, especialmente mujeres y niños, se requiere un enfoque amplio e internacional en los países de origen, tránsito y destino que incluya medidas para prevenir dicha trata, sancionar a los traficantes y proteger a las víctimas de esa trata, en particular amparando sus derechos humanos ampliamente reconocidos. 

Este instrumento internacional define la trata de personas como “la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación”. Esa explotación incluirá como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos.

Por otra parte, la Ley 137-03 define el “turismo sexual” como actividad turística que incluye cualquier explotación sexual; las “ofertas sexuales” como publicaciones, correo, medios de comunicación, prensa, televisión, Internet, etc. Asimismo define el “tráfico ilícito de migrantes” como facilitación de la entrada, salida, tránsito o paso ilegal de una persona en el país o al extranjero, sin el cumplimiento de los requisitos legales, con el fin de obtener, directa o indirectamente, un beneficio financiero u otro beneficio. 

Otras definiciones se refieren a la “entrada ilegal” como el paso o cruce de fronteras sin los requisitos para entrar o salir del país; “grupo delictivo organizado” como un grupo de dos o más personas que en cierto tiempo cometa uno de los delitos tipificados en la ley para obtener beneficios; “delito” como violación a la ley sancionado con penas de 10 a 15 años de reclusión; etc.

Entre los hechos punibles encontramos el tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas. El primero conlleva penas de 10 a 15 años de reclusión mientras que el segundo, de 15 a 20 años, sin contar las multas previstas para ambos delitos. 

El tráfico ilícito de migrantes se refiere más bien a lo que promuevan, financien o transporten la entrada o salida ilícita de personas al país. En cambio, la trata de personas se refiere a los que involucren, engañen o abusen de personas que consientan o se les haga consentir en todo tipo de “mendicidad”, explotación sexual, pornografía, trabajo o servicio forzado, servidumbre por deudas, matrimonio servil, adopción irregular, esclavitud o prácticas análogas, servidumbre o extracción de órganos.

El Estado dominicano debe proteger la privacidad e identidad de la víctima de la trata de personas, incluyendo la confidencialidad en los asuntos judiciales. También se le proporcionará: asistencia legal; atención física, sicológica y social; alojamiento adecuado, atención médica, acceso a la educación, capacitación y oportunidad de empleo.
En fin, las multas que establece la ley 137-03 serán utilizadas para la indemnización de las víctimas por daños físicos, sicológicos y materiales. Las Casas de Acogidas o Refugios (Ley 88-03), servirán de albergue seguro y temporal a mujeres y niños víctimas de violencia intrafamiliar
.

A continuación, un breve análisis de las facultades de la Inspección de Trabajo en el control de la reglamentación laboral.
II. Los controles de la reglamentación laboral

En diez disposiciones, a partir del Art.433 del Código de Trabajo de la Republica Dominicana  -Ley-16-92-,  se establecen las competencias “Del servicio de inspección del trabajo”
.
Según explica Rafael F. Alburquerque, las facultades de los miembros del Servicio de Inspección son bastante extensas e incluyen empresas agrícolas, Organizaciones No Gubernamentales (ONG), sindicatos y hogares de todo el país. En sus propias palabras: 
“la competencia de los inspectores de trabajo se extiende a todos los lugares en donde se aplica el ordenamiento jurídico laboral: establecimientos industriales, comerciales y de servicios; empresas mineras, agrícolas, agrícola-industriales, pecuarias y forestales; negocios artesanales y cooperativas; así como oficinas de asociaciones incorporadas sin fines de lucro, partidos políticos y sindicatos que empleen un personal asalariado. Igualmente, las prerrogativas del inspector pueden alcanzar una casa de familia, pues el trabajador domestico está sujeto a las regulaciones del Código de Trabajo”
.

Entre otras funciones de la Inspección de Trabajo, se destacan las siguientes:

a) Controlar y asegurar el cumplimiento de la reglamentación del trabajo, lo que implica para el inspector el ejercicio de un control doble:

1. jurídico (referente a la aplicación de las normas del trabajo –planilla del personal y cartel de vacaciones, edad de admisión del trabajo, duración de la jornada, pago de horas extras, descanso semanal, salario mínimo, trabajo de los extranjeros, etc.-) 

2. técnico (relacionado con las prescripciones de la higiene y seguridad de los trabajadores, lo que le exige poseer conocimientos especializados y contar con los medios materiales que le permitan ejecutar su misión-Art.423-). 

b) Comprobar la existencia de las causas de suspensión de los efectos de los contratos de trabajo, en los tres (3) días de haber recibido el aviso correspondiente del Representante Local o del Departamento de Trabajo, debiendo presentar un informe de su actuación en los dos días que sigan al de la inspección practicada-Art.435-. 

También, le toca averiguar causas de terminación de contratos de trabajo (Art.82). “Aunque no ha sido previsto en la ley, es práctica administrativa encargar al inspector de trabajo de comprobar la veracidad del contrato celebrado con un extranjero”
.

c) Los inspectores de trabajo tienden a intervenir como conciliadores en los conflictos entre las partes de la relación laboral. “Muchas veces esta conciliación se practica en el mismo local de la empresa, pero en ocasiones se cita a los interesados a visitar la oficina del trabajo”
.

Veamos los medios con que cuentan los inspectores de trabajo para realizar su labor de control de la reglamentación laboral.
A. Medios de acción de los inspectores de trabajo
1. Visita del inspector de trabajo: un servicio normal o de rutina.
El Reglamento No. 258-93 para la Aplicación del Código de Trabajo,  cuando trata de la aplicación de la ley, establece disposiciones concretas sobre la Inspección del Trabajo. En primer término, el Reglamento señala que el Ministro de Trabajo “usará de las prerrogativas de su autoridad dictando las providencias que considere procedentes para la mejor aplicación de las leyes y reglamentos, y manteniendo la vigilancia necesaria para que los empleados de su dependencia cumplan las obligaciones que le corresponden (Art. 88).

Ante todo, los inspectores tienen el derecho de penetrar libremente y sin previa notificación en los lugares en donde se aplica la reglamentación del trabajo. Esta visita, explica Alburquerque, puede hacerse a cualquier hora, de día o noche, “sin el consentimiento del propietario y sin que la misma esté  sujeta a la existencia de indicios sobre una infracción a las normas de trabajo
”. Se trata de una atribución que permite a los inspectores efectuar las visitas en las horas que podrá velar por el cumplimiento de la reglamentación del trabajo.
La visita del inspector puede ser consecuencia de un servicio normal, por ejemplo, si se trata de un programa rutinario dispuesto por el Departamento de Trabajo o como consecuencia de de una denuncia de irregularidad realizada por el empleador o el trabajador perjudicado. En este caso se impone un manejo confidencial de la misma.

En caso de que la visita del inspector sea recibida con una negativa por parte del propietario, los representantes o personas que se encuentran en el lugar, se solicitará el auxilio de la fuerza pública (Art.434).
Las inspecciones regulares tienen como objetivo básico verificar los registros laborales (planilla de personal fijo, libro de visitas, salarios mínimos, descanso semanal, descanso diario, vacaciones, jornada de trabajo, contrato de trabajo, nacionalidad, horas extras, trabajo de menores, etc.). “En estos casos se utiliza la orden de servicio regular, se lleva un registro institucional para fines estadísticos y son asignadas por el Representante Local de Trabajo, según el plan de trabajo”
.
El libro de visitas

De acuerdo al Art.89 del Reglamento 258-93, es muy clara la relación existente entre la Inspección de Trabajo y la labor de los Representantes Locales de Trabajo. Según esta disposición reglamentaria: “los empleadores llevarán un Libro de Visitas para la inspección del trabajo”, que será ofrecido por el Ministerio de Trabajo. 
En tal sentido, “las comprobaciones que practiquen los inspectores de trabajo se harán constar simultáneamente por duplicado, quedando la copia en poder del inspector actuante para su constancia y archivo en la Representación Local de Trabajo correspondiente. Agotado el Libro de Visitas, los empleadores lo han de conservar por al menos cinco años
. 
En fin, cabe señalar que el inspector debe guardar el respeto debido a las personas que se encuentran presentes en su visita y tratar de que no se interrumpan los trabajos en ejecución. 
Seguridad y salud en el trabajo
La verificación física, para la cual el inspector o la inspectora procurarán evitar la paralización u obstrucción de las actividades de la empresa, y podrán auxiliarse del personal técnico del área de Seguridad y Salud en el Trabajo, incluye
:
· El reconocimiento físico de las instalaciones de la empresa, verificando que estas cumplan con los estándares de iluminación, ruido, ventilación, señalización y rutas de evacuación, manejo se sustancias toxicas, equipo de protección individual adecuado, equipo contra incendio y primeros auxilios, antideslizantes en escaleras, barandillas, servicios sanitarios adecuados y suficientes, pasillos adecuados de acuerdo a la cantidad de trabajadores y debidamente señalizados, salidas de emergencia, guardería, clínica médica. 
· En cuanto a la maquinaria, se debe verificar que cuente con la protección y resguardo, que sus conexiones eléctricas no estén expuestas, que tengan los avisos de uso y de las personas autorizadas para el manejo de las mismas.
· Dependiendo de la actividad que realicen los trabajadores se debe verificar que cuenten con el equipo de protección individual, tales como: guantes (acerados), botas (con punta de acero), casco, mascarillas, orejeras o tapón auditivo, lentes, cinturón, chalecos reflectivos y overoles, entre otros. 
· Comprobar el cumplimiento básico de medidas de seguridad y salud en el lugar de trabajo.
2. El poder de investigación: confidencialidad y neutralidad
Segundo, los inspectores tienen la potestad de proceder a cualquier examen o investigación que consideren necesarios, y en este sentido, están facultados a interrogar al empleador y al personal de la empresa sobre cualquier asunto relativo a la aplicación de las disposiciones legales. 
Además, los inspectores podrán pedir la presentación de libros, registros o documentos que las leyes y los reglamentos de trabajo ordenen llevar, con el fin de comprobar si se hallan en la debida forma y para sacar copias y extractos de ellos; y requerir la colocación de los avisos y carteles que exijan las leyes y reglamentos (Art.434).
Estos poderes de investigación permiten al inspector de trabajo tener un conocimiento de las interioridades de la empresa sujeta a su control. De ahí que la ley indique que las informaciones recibidas en las inspecciones son confidenciales y que su revelación innecesaria será objeto de sanción disciplinaria (Art.437). Solo se exceptúan de este secreto legal, las informaciones que sean necesarias para la comprobación de la infracción (Art.437). De igual manera, se prohíbe a los inspectores de trabajo tener cualquier interés directo o indirecto en las empresas bajo su vigilancia (Art.438).
3.  Poder de dictar medidas ejecutorias: una cuestión administrativa
Tercero, en caso de peligro inminente para la salud y seguridad de los trabajadores, el inspector de trabajo puede ordenar las medidas ejecutorias pertinentes (Art.436). Por ejemplo, detención inmediata de la máquina que amenaza con ocasionar el daño; requerimiento del examen médico a la persona menor de dieciséis años; cierre de la empresa en casos extremos, etc. (Art.436). 
La decisión del inspector tiene un carácter administrativo y puede ser objeto de impugnación por ante el Director General de Trabajo por medio de un recurso jerárquico, cuyo resultado puede a su vez ser objeto de un recurso de alzada por ante el Ministro de Trabajo. 

El recurso debe ser interpuesto en los diez (10) días de haberse tomado la decisión del inspector de trabajo. Dicha decisión, y eventualmente la de los superiores jerárquicos del inspector, puede ser impugnada por ante el Tribunal Contencioso-Administrativo, que se pronunciará sobre la legalidad de la misma.
B. Comprobación de las infracciones y cumplimiento de la norma laboral
1. El acta de comprobación

Desde que el inspector compruebe la existencia de una infracción a leyes y reglamentos laborales, a menos que sea muy grave, procederá a requerir del empleador que la haga cesar en el plazo más breve. Esta “acta de apercibimiento” es una práctica administrativa derivada de la finalidad intrínseca de control: más que sancionar un delito, lograr el cumplimiento de la norma laboral. Según la jurisprudencia, explica Alburquerque, “su fuerza probante no depende de requisito alguno y su credibilidad debe ser apreciada soberanamente por el juez, como cualquier otro medio de prueba”
.
En tal sentido, aunque el acta de comprobación no se impone a los jueces del fondo, deben examinarla y cotejarla con las demás pruebas aportadas por las partes, “pues una cosa es la soberanía del juez laboral para apreciar las pruebas y otra es desconocer el valor de un documento sin someterlo a su debida comprobación”
.
2. El acta de infracción o proceso verbal: comprobación de la infracción
Si el empleador persiste en su actitud de ignorar la regla del trabajo, el inspector comprobará la infracción mediante la redacción de un proceso verbal o acta, que se transmitirá al Ministerio Público para que se ponga en movimiento la acción pública. 
El acta de infracción debe incluir lo siguiente:

a) nombre del inspector actuante;

b) lugar, fecha, hora y circunstancias de la infracción;

c) nombre, profesión y domicilio del infractor o de su representante, si lo hay;
d) nombre, profesión y domicilio de los testigos, si los hay, que deben ser mayores de quince años de edad y saber leer y escribir;
El acta debe ser firmada por el inspector actuante y por los testigos, si los hay, así como por el infractor o su representante, o se hará constar que no ha querido o no ha podido firmarla (Art.439).
En principio, el acta debe ser levantada en el lugar donde se comprueba la infracción y en la fecha en que ha sido sorprendida o en otro lugar y fecha, con una enunciación de lo acontecido (Art. 439). 
De acuerdo con la jurisprudencia, la firma de la persona que ha incurrido en la infracción y las de los testigos no es una condición para la validez de las actas
. Sin embargo, esta formalidad repercute sobre el valor probatorio de las mismas.
Si el acta ha sido firmada por el infractor o su representante sin protestas ni reservas, los hechos redactados en el acta se tendrán por ciertos, hasta inscripción en falsedad (Art.441). Esta fuerza probante se perderá si el empleador o su representante firman el acta bajo protesta o bajo reservas. 
La firma de los testigos sólo es necesaria si los hay, esto es, cuando el inspector actuante ha tomado sus declaraciones. En todo caso, la fuerza probante del acta sólo cubre los hechos comprobados personal y materialmente por el inspector o inspectora, sin que pueda extenderse a las declaraciones ofrecidas por las personas interrogadas en el proceso verbal ni a las deducciones que extrae el inspector o inspectora de sus comprobaciones. 
En, fin el acta sólo hará fe hasta prueba en contrario si ha sido firmada bajo protesta o con reservas o si no ha sido firmada por el empleador o la empleadora o su representante. En este caso, el acta podrá ser atacada por cualquier medio de prueba. Por supuesto, la prueba en contrario no puede resultar de simples deducciones o de las solas explicaciones o negaciones del prevenido, pues se deben exigir elementos precisos para que la prueba contraria sea establecida. 
C. Carácter comprobatorio y valor relativo de las actas de inspección 
La jurisprudencia más reciente de la Suprema Corte de Justicia (SCJ), actuando como Corte de Casación vía la Cámara de Tierras, Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso Tributario confirma el carácter comprobatorio de las actas de la Inspección de Trabajo, y el valor relativo de las mismas como medio de prueba.

1. Un valor relativo como medio de prueba

A propósito, en una sentencia dictada en 1998, la SCJ consideró que “aunque exista una certificación de no despido del Departamento de Inspección de Trabajo no significa que ciertamente haya que acoger dicha certificación como un hecho de prueba, sino, que esta debe probarse por cualquier tipo de prueba fehaciente para que tenga validez”
. 

Asimismo, en 2001, la SCJ tuvo la oportunidad de recordar el valor relativo, por ejemplo, de una comunicación hecha al Departamento de Trabajo al indicar  “que es criterio constante de esta corte, que el despido se concretiza en el momento en que el trabajador es enterado de la decisión del empleador de poner término al contrato de trabajo por su voluntad unilateral, no bastando para el establecimiento de la fecha de éste, la comunicación que del mismo se haga al Departamento de Trabajo”
.

En otro caso, ante el alegato de que no se tomaba en cuenta el acta de inspección de trabajo, la SCJ señaló que “en cuanto a los documentos depositados por la recurrente en el plazo legal, se observa que el Tribunal a-quo ponderó los mismos, de cuya ponderación determinó que éstos carecían de contenido para demostrar la justa causa del despido de que fue objeto la recurrida, obligación a su cargo por haber admitido la existencia de dicho despido, el cual fue calificado de injustificado por ausencia de esa prueba”
.

Otro caso similar, en que se alegaba que la sentencia impugnada incurrió en falta de base legal al omitir ponderar el contenido del informe del inspector de trabajo, la SCJ volvió a reconocer la facultad soberana de los jueces al aprecias las pruebas como sigue:

…“que de lo expuesto anteriormente se desprende, que el Tribunal a-quo procedió a examinar las pruebas documentales y testimoniales aportadas por las partes y tras evaluarlas consideró que el despido invocado por los demandantes originales no fue debidamente probado, por lo que procedió a rechazarlo, sin que con esta decisión incurriera en falta de base legal como alegan los recurrentes incidentales, ya que en dicha sentencia consta que el Tribunal a-quo ponderó todas las pruebas y que en base a este examen procedió a rechazarlas por considerar que no demostraban el hecho del despido y para llegar a esta decisión hizo uso del amplio poder de apreciación de que disfrutan los jueces del fondo en esta materia que les permite valorar las pruebas y descartarlas si no le merecen crédito, siempre que no las desnaturalicen…”

También, en el 2000, ante una solicitud de inspección de lugares, que fue rechazada por el Juzgado de Trabajo por entender que la misma no contribuiría a la sustanciación del proceso, la SCJ señaló lo siguiente: 

“… que si bien el artículo 558, del Código de Trabajo autoriza a los jueces de trabajo a ordenar la inspección directa de alguna fábrica, taller o cualquier lugar de trabajo, estos no están obligados a ordenar esa medida siempre que una parte lo solicite, sino cuando ellos la consideren útil para la sustanciación de la causa, constituyendo una facultad que la usan de manera discrecional”
.


De igual modo, la SCJ al acoger un recurso de casación, justifica su decisión entre otros argumentos, porque se desnaturaliza una certificación emitida por el Departamento Nacional de Inspección del Ministerio de Trabajo, como se indica a continuación:

“Que la sentencia recurrida desnaturaliza la certificación expedida por el Departamento Nacional de Inspección de la Secretaría de Estado de Trabajo, al señalar que el 1ro. de noviembre de 1994, fecha en que fue comunicado el despido del trabajador recurrente, no figura incluida en los términos de dicha certificación, pues la misma dice claramente, que el día 1ro. de noviembre de 1994, la recurrida envió una comunicación ‘relacionada con falta atribuida a dicho trabajador, solicitando la intervención de un inspector’, con lo que la referida certificación, debió ser analizada en su conjunto por el Tribunal a-quo para determinar si realmente la comunicación del 1ro. de noviembre era una comunicación de despido o una simple información de faltas atribuidas al trabajador” 
.

2. Un carácter comprobatorio

Por otra parte, en 2007, la SCJ rechazó un recurso de casación donde se pretendía contradecir la existencia de un contrato de trabajo admitido por el empleador por ante un inspector del Ministerio de Trabajo. En sus consideraciones, la SCJ recuerda que la existencia de un contrato de trabajo es una cuestión de hecho (Principio IX) a ser soberanamente apreciada por los jueces del fondo del asunto al margen del contenido de cualquier documento. 

Entre sus argumentos para rechazar el recurso,  la SCJ consideró, además, las declaraciones realizadas por el empleador ante el Inspector de Trabajo, como sigue:

Que, en la especie, tras analizar las pruebas aportadas, tanto testimonial como documental, entre ellas los documentos aportados por el recurrente en casación para demostrar la existencia de un contrato de arrendamiento, el Juzgado de Trabajo llegó a la conclusión de que entre las partes existía un contrato de trabajo, admitido por el propio demandado ante un Inspector del Ministerio de Trabajo, “al expresar que pagó al demandante una suma de dinero por concepto de avance a su quincena y que esperaba se reintegrara a sus labores al término de sus vacaciones”
.

De igual modo, se destaca el carácter comprobatorio de las actas de Inspección de Trabajo en una sentencia emitida al año siguiente por la SCJ, donde una representante del empleador declara por ante el Inspector de Trabajo haber desahuciado una trabajadora por no haber presentado certificado medico donde constara su estado de embarazo, como sigue:

… que en la especie, el Tribunal a-quo dio por establecido que la actual recurrente tenía conocimiento del estado de embarazo de la recurrida cuando le puso término al contrato de trabajo, para lo cual tomó en cuenta el informe levantado por el Inspector de Trabajo actuante, así como sus declaraciones, en las que expresa que la señora Amparo García, Gerente de Recursos Humanos de la demandada, le manifestó que la terminación del contrato de trabajo se debió al estado de embarazo de la demandante”
.

Otras sentencias se refieren al valor de la inspección de trabajo, como base para comprobar algunos hechos e incluso argumentos de las partes en la relación laboral. Por ejemplo, en una sentencia del 2000 sobre un caso que implicaba el delito de trabajo realizado y no pagado, la SCJ señaló cuanto sigue:

(…) ‘que por otro lado, si ciertamente el trabajo no se realizó a la entera satisfacción del Ing. Luis Orlando Castellanos, éste debió dirigirse a la Secretaría de Trabajo y solicitar una inspección que determinara el fundamento de sus alegatos… que por el contrario, el ingeniero Luis Orlando Castellanos admite que no pagó la totalidad del precio acordado, porque el trabajo no se realizó como debió ser, pero no tiene ninguna prueba de sus alegatos’
.
D. La comprobación de hechos incriminados y sanciones penales
Las obligaciones que establecen las leyes laborales implican sanciones penales que se imponen al infractor de las mismas. El Código de Trabajo en su Art.720  establece los hechos incriminados, que abarcan prácticamente todas las materias correspondientes al trabajo asalariado, y en su Art.721 dispone las sanciones que se aplicarán a los infractores. Estas sanciones se limitan a la imposición de multas, salvo en el caso del delito del no pago de salario que es castigado con prisión correccional (Art.211). 

No sólo la violación a las normas del Código de Trabajo tiene este carácter represivo sino también las reglamentarias, ya que según el Art.98 del Reglamento para la aplicación del Código de Trabajo, sus violaciones son sancionadas penalmente e igual pasa con las transgresiones al Reglamento sobre Higiene y Seguridad Industrial (Art.154).

Se trata del “derecho penal del trabajo que sanciona las infracciones a la norma legal, correspondiendo a los inspectores de trabajo comprobar las mismas y a los tribunales represivos castigarlas”
.

1. Las sanciones penales

Las violaciones al Código de Trabajo sujetas a sanciones penales se clasifican en leves, graves y muy graves:

a) Leves, cuando se desconocen obligaciones meramente formales o documentales que no inciden en la seguridad de la persona ni en las condiciones de trabajo: por ejemplo, la falta de planilla de personal fijo;

b) Graves, cuando se transgreden normas referentes a los salarios mínimos, a la protección del salario, al descanso semanal, a las horas extraordinarias o a todas aquellas relativas a la seguridad e higiene del trabajo, siempre que no pongan en peligro ni amenacen poner en peligro la vida, la salud o la seguridad de los trabajadores, y en materia de los derechos colectivos, el incumplimiento a las obligaciones estipuladas en el convenio colectivo;

c) Muy graves, cuando se violan las normas sobre protección a la maternidad, edad mínima para el trabajo, protección de menores, empleo de extranjeros, inscripción y pago de las cuotas al Instituto Dominicano de Seguros Sociales, y todas aquellas relativas a la seguridad e higiene en el trabajo, siempre que de la violación se derive peligro o riesgo de peligro para la vida, la salud o la seguridad de los trabajadores, y en materia de derechos colectivos, la comisión de prácticas desleales contrarias a la libertad sindical (Art.720).

Las multas a dichas violaciones oscilan de uno a tres salarios mínimos para las leves, de tres a seis para las graves y de siete a doce para las muy graves. En caso de reincidencia, se aumentará el importe de la multa en un 50% de su valor. 

2. La persecución de las infracciones penales

En razón de la materia, compete a los tribunales ordinarios el conocimiento de las infracciones penales previstas en el Código de Trabajo (Art.711). Dicho de otra manera, los tribunales de trabajo no tienen competencia para conocer estas infracciones penales. De los tribunales ordinarios corresponde a los juzgados de paz la aplicación de las sanciones penales (Art.715).
En razón del territorio, se aplicará la triple competencia que rige en materia penal: el lugar del domicilio o residencia del inspector; el lugar de la comisión del hecho; o el lugar en donde pueda ser aprehendido (que no se aplica ya que en esta materia no hay prisión preventiva). “En la práctica la competencia recaerá en el lugar del domicilio de la empresa en donde el inspector de trabajo ha levantado la correspondiente acta de infracción”
. 
a) Procedimiento

El juzgado de paz es apoderado del conocimiento del caso por el acta de infracción o proceso verbal que levanta el inspector de trabajo. El acta de infracción es remitida al fiscalizador por el Director General de Trabajo (Art.422). Recibida el acta, se pondrá en movimiento la acción pública, lo que se hará mediante la citación del prevenido a requerimiento del fiscalizador -como representante del Ministerio Público-, quien decide si pone o no en movimiento dicha acción
.
Para la doctrina, esta acción puede ser incluso impulsada en ausencia del acta de infracción, mediante una constitución en parte civil o por una citación directa de la víctima. Según el procedimiento criminal, la víctima de una infracción puede poner en movimiento la acción pública
.
La acción pública para la persecución de las infracciones laborales prescribe al año (Art.724), plazo que corre a partir de la fecha en que se levanta el acta de infracción. La víctima afectada por la infracción laboral puede ejercer la acción civil subsidiariamente a la acción pública (Art. 715), ya se trate de un trabajador, de un empleador o de un sindicato. 
Según la jurisprudencia, explica Alburquerque, nada se opone a que la persona constituida en parte civil ante el tribunal penal abandone su demanda en reclamación de daños y perjuicios para intentarla ante el tribunal civil. En otras palabras, gozará de la potestad de abandonar al juzgado de paz y llevar su demanda ante el tribunal de trabajo. “Pero, la regla ´electa una vía’ le impedirá abandonar este último tribunal para constituirse en parte civil ante la persecución penal que conoce el juzgado de paz, siempre que haya identidad de personas, objeto y causa entre ambas demandas”
.
b) El Ministerio Público Laboral
En el Distrito Nacional y en el Distrito Judicial de Santiago, localidades en donde se concentran la mayor parte de los asuntos del trabajo asalariado, se ha creado un ministerio público especial a cargo de un abogado al servicio del Ministerio de Trabajo (Art.715). 
En el Distrito Nacional, este ministerio público especial está integrado por un procurador fiscal y su abogado auxiliar, quienes ejercerán sus funciones ante el tribunal de primera instancia, y por cuatro fiscalizadores, quienes se desempeñarán ante los juzgados de paz. En Santiago, han sido designados un procurador fiscal y un fiscalizador.
El orden que debe seguirse en las audiencias es el que se cumple para el procedimiento penal ordinario, en vista de que el Código de Trabajo no ha establecido un procedimiento especial. Las reglas de interpretación de la norma laboral no tienen aplicación como es el ‘in dubio pro operario’ y la norma más favorable. Por el contrario, el prevenido podrá beneficiarse del ‘in dubio pro reo’ y acogerse a la retroactividad de la ley penal si esta le favorece. 
En virtud de la libertad de prueba, todos los medios de prueba serán admisibles, pero cabe anotar que “el acta de infracción hace fe hasta inscripción en falsedad si ha sido firmada por el infractor sin protesta ni reserva”
.
La parte civil, el prevenido o su representante, el ministerio público y el juez pueden participar en el transcurso de la causa. Los testigos de cargo y descargo pueden ser interrogados directamente por el juez y el Ministerio Público, pero la parte civil constituida y la defensa del prevenido lo harán por intermedio del juez.  
Finalizados los interrogatorios, las partes envueltas en el proceso expondrán sus argumentos, pedimentos y conclusiones. Una vez cerrados los debates y escuchadas las conclusiones de las partes y el dictamen del ministerio público, el asunto se encuentra en estado de ser fallado y el juez podrá pronunciar su sentencia. 
La sentencia penal puede ser impugnada en apelación (Art.715). Como la sentencia es pronunciada por el Juzgado de Paz, el recurso debe ser conocido por el Juzgado de Primera Instancia. Si el infractor ha sido condenado al pago de multa, los recursos de oposición, apelación y casación no serán suspensivos de la ejecución de la sentencia, por lo que la multa deberá ser pagada por el condenado, inmediatamente después de la sentencia sin que ellos implique aquiescencia.
Si la persona condenada se niega a pagar la multa o no puede hacerlo por causa de insolvencia, se le aplicará prisión compensatoria, a razón de un día por cada peso dejado de pagar, sin que en ningún caso dicha prisión exceda de dos años
. Si el empleador es solvente y se niega a pagar la multa, el Estado como acreedor puede embargar los bienes de la empresa.
A seguidas, el trabajo de campo, metodología y principales hallazgos de una investigación cualitativa sobre la Inspección de Trabajo realizada en el mes de marzo de 2010 por medio de la entrevista de funcionarios del Ministerio de Trabajo, directamente vinculados a la misma.
III. La práctica de la Inspección de Trabajo 
A. Trabajo de campo

1. Metodología

Se realizaron ocho entrevistas a funcionarios del Ministerio de Trabajo en base a un cuestionario previamente elaborado con preguntas que incluyeron cuestiones tales como los temas cotidianos de la Inspección de Trabajo y la potestad sancionadora y acusadora de la misma. 
También, se preguntó si entre los usuarios del servicio de inspección hay más hombres que mujeres o a la inversa, y si al servicio tienen acceso los extranjeros. 

En fin, se indagó sobre las diferencias entre los inspectores de trabajo del Distrito Nacional y los de las provincias, y sobre los principales problemas que enfrenta la Inspección de Trabajo para cumplir con su misión, pidiendo recomendaciones para solucionar los mismos.
2. Funcionarios/as Entrevistados/as:

· Andrés Valentín Herrera. Director General de Trabajo
· Federico Gomera. Director de Coordinación del Sistema Nacional de Inspección
· Anny Saldaña. Inspectora (Distrito Nacional)
· María de la Cruz. Representante Local de Trabajo (Distrito Nacional)
· Martha Noris Pantaleón. Representante Local de Trabajo (Haina)
· Leonor Martínez. Representante Local de Trabajo (San Cristóbal)

· Ramón Agramonte. Inspector Supervisor (Provincia Santo Domingo)

· Elizabeth Bautista. Representante Local de Trabajo (San Pedro de Macorís).
A continuación, los principales hallazgos del estudio.

B. Principales hallazgos

1. Temas que ocupan los recursos de la Inspección de Trabajo
Cálculo de prestaciones laborales y orientación sobre la ley laboral

Todas las personas entrevistadas coinciden en que “lo mas común es el cálculo de prestaciones laborales”, y, por tanto, orientación sobre la legislación laboral. Al decir del Director de Trabajo, Andrés Valentín Herrera, “todo lo que tiene que ver con los pagos y el incumplimiento de la normativa: salario, prestaciones, vacaciones, horas extras, descuentos ilegales, etc.”
De igual modo, el Director de Inspección, Federico Gomera afirma que “el trabajo cotidiano es la divulgación de la normativa laboral”, y que el 70% de las visitas que se hacen son “inspecciones preventivas”.
En segundo lugar, de acuerdo a lo dicho en las entrevistas, podemos señalar la comprobación de faltas cometidas por el trabajador, y en menor frecuencia –aunque relacionados con los anteriores- los temas siguientes: salario, vacaciones, horas extras, faltas de los trabajadores, cambios en la modalidad del contrato de trabajo y seguridad social. 
También, se mencionan los temas relacionados con la terminación del contrato, suspensión de los efectos del contrato, conflictos jurídicos, seguridad y salud, participación en los beneficios de la empresa, protección de la maternidad, suspensión de los efectos del contrato, salario de Navidad, servicio doméstico, empresas de vigilantes, etc. 

Además, según Maria de la Cruz, Inspectora del Distrito Nacional, se destacan “los aspectos gerenciales” y “la calidad de la inspección”. Y “la seguridad social”, que como señala Elizabeth Bautista, Representante Local de San Pedro de Macorís, está adquiriendo mayor relevancia. 
En sus palabras:

“En el día a día se nos presentan, por un lado, los usuarios, que van directamente a buscar los servicios de cálculo de prestaciones laborales y orientación sobre sus derechos laborales. Tenemos, por otro lado, solicitudes de empresas por motivo de faltas cometidas por trabajadores, situaciones de trabajo especiales, horas extras, solicitud de pago de vacaciones, cambio en la modalidad del contrato de trabajo, cierre de año fiscal, en diciembre salario de navidad; el tema de la seguridad social está ocupando mucho”.
2. Potestad sancionadora y acusadora de la Inspección de Trabajo y limitaciones legales para una buena inspección
Una entidad “preventiva” y de “orientación” a trabajadores y empleadores

En su gran mayoría, es decir, seis de ocho de las personas entrevistadas respondieron que más que sancionadora, la inspección tiene un carácter preventivo. Por ejemplo, Maria de la Cruz entiende que el papel de la inspección es educar y que la sanción es el último recurso. 
De igual manera, Martha Noris Pantaleón, Representante Local de Haina, y Leonor Martínez, Representante Local de San Cristóbal, coinciden en que se trata de una entidad “preventiva”, y de “orientación” a trabajadores y empleadores. 

También Ramón Agramonte, Inspector Supervisor de la Provincia Santo Domingo, señala que hay que “diferenciar entre lo que es la potestad de inspección y la sanción, que pertenece al Ministerio Público. Para Anny Saldaña, Inspectora del Distrito Nacional, de lo que se trata es de “que la empresa se regularice”.
Andrés Valentín Herrera también se pronuncia en el mismo sentido al apuntar que  “la potestad es observar el cumplimiento de la normativa”, que las partes en la relación de trabajo se acojan al Código de Trabajo. 

De igual manera, Federico Gomera resume el procedimiento: 

“De acuerdo a nuestro ordenamiento jurídico el inspector levanta un acta de apercibimiento, si no obtempera se levanta un acta de infracción, luego se envía al fiscalizador, se cita al Juzgado de Paz. Infracciones Leves, Graves (salario, participación en los beneficios de la empresa, Salud de los trabajadores). La Ley 187.09 sobre Seguridad Social establece sanciones en caso de no tener inscritos a los trabajadores y estas sanciones, a partir de cada trabajador activo”. 

Ahora bien, para Andrés Valentín Herrera  “hay ciertas restricciones, como por ejemplo en caso de cierre por causa de inseguridad del trabajador. Aún cuando compruebe la falta no tiene facultad para cerrar la empresa. El inspector no puede tener ningún tipo de restricción que le impida su labor”.

También María de la Cruz lamenta que se negocien derechos básicos de los trabajadores: “lo que más preocupa es que en el proceso de conciliación hay derechos de orden público que son innegociables; seguridad, protección a la maternidad y salario no deben negociarse (…) La violación de ciertos principios no está sancionada, no hay sanción a la discriminación. Para mí es un adefesio que los principios no tengan sanción”, concluye. 
De igual modo Elizabeth Bautista expresa su inconformidad con el seguimiento de las infracciones cuando recuerda que la facultad sancionadora del inspector de trabajo termina con el acta de infracción: “Apoderamos el tribunal y luego no sabemos el destino, no podemos dar seguimiento, y esto constituye un gran dolor de cabeza, ya que nos quedamos con la duda de si se sancionará o no la infracción. Deben existir mecanismos de seguimiento a los procesos”.

En cuanto a las limitaciones legales para una buena inspección, no todos ni todas respondieron, y entre los que si lo hicieron, tres contra dos encuentran limitaciones, aunque no necesariamente se refieran al aspecto legal.
En primer lugar, Federico Gomera señala algunas limitaciones. A su entender: “en nuestro país la obstrucción a la labor de la inspección no está sancionada. En ese orden no establecen sanciones sobre la violación del Principio VII sobre Discriminación”. 

En segundo lugar, Ramón Agramonte señala que existen limitaciones que tienen que ver con “la función propia (de la inspección), que tiene sus límites. Cuando se habla de inspección del trabajo, la inspección que hace el Inspector en la empresa sobre los derechos de interés público… Hay aspectos internos del Contrato de Trabajo que no competen al inspector”.
En tercer lugar, para Elizabeth Bautista: “limitaciones legales para la inspección no, pero para la sanción sí. Por ejemplo, en Impuestos Internos usted sanciona y pone la multa, en Inspección Laboral no”.

3. ¿Más usuarios que usuarias del Servicio de Inspección de Trabajo? ¿Por qué?
(Hay) más hombres y éstos tienden más a reclamar sus derechos laborales
A la pregunta de si entre los usuarios del Servicio de Inspección de Trabajo, hay más hombres que mujeres o a la inversa, y por qué razón, cinco de ocho respondieron que hay más hombres, y los demás indicaron que dependía del sector dado que en las zonas francas, la mayoría son mujeres. 
Según Martha Pantaleón: “Entre los usuarios son más los hombres que vienen a solicitar el servicio, entiendo que hay más trabajadores hombres y éstos tienden más a reclamar sus derechos laborales”.
4. Acceso de los extranjeros al Servicio
A la cuestión de saber si los extranjeros tienen acceso al Servicio de Inspección de Trabajo, a unanimidad, todos y todas respondieron afirmativamente, dado que la ley laboral es de carácter territorial. 
El Servicio de Inspección se da independientemente del estatus migratorio de los extranjeros, y de su documentación, que sólo tienen que demostrar en los tribunales.  
5. Diferencias entre los Inspectores de Trabajo de las provincias y aquellos que laboran en el Distrito Nacional
De igual modo, a unanimidad, todos y todas respondieron que no hay diferencias, salvo en lo que concierne la frecuencia en las labores. Por ejemplo, para Martha Pantaleón: “La diferencia más contundente es que los inspectores del Distrito se presentan un solo día, mientras que en las provincias tienen que acudir todos los días, aparte de eso, el proceso es igual”.
6. Principales problemas de la Inspección de Trabajo para cumplir con su misión y recomendaciones
Fiscalización y transporte

En su gran mayoría -cinco de ocho- las personas entrevistadas afirmaron que el principal problema es el transporte. Tres se refirieron a la dieta como importante mecanismo de apoyo en los traslados, pero “son insuficientes” y “se retrasan”. Otros mencionaron los instrumentos y herramientas para el trabajo como mayores recursos, computadoras, celulares, etc.
Para Andrés Valentín Herrera: “El principal problema es que la Inspección es fiscalización, (y) las empresas no quieren ser fiscalizadas. En el caso de los trabajadores, es que nunca están conformes con la labor del inspector de trabajo. Todavía no hemos podido resolver el tema del transporte del inspector de trabajo. El sector agrícola es el de mayor precariedad en el transporte”, afirmó. 

Otros problemas mencionados se relacionan con “la alta vulnerabilidad al soborno y la naturaleza misma del trabajo donde ambas partes (en la relación laboral) ponen en entredicho el trabajo del inspector”; “la poca receptividad de parte de las empresas”; la inexistencia de “un sistema de informes”; y la falta de “seguimiento a las actas de infracción”.

Recomendaciones:
1. Divulgar entre trabajadores y empleadores la normativa laboral;
2. Iniciar un programa de adquisición de vehículos;
3. Mejorar las condiciones salariales de los inspectores y elevar su autoestima;

4. Promover campañas en los medios de comunicación sobre las razones de las visitas del inspector de trabajo;

5. Creación de un Ministerio Publico Laboral Regional para el seguimiento de los casos.

Conclusión
Del conjunto de entrevistas queda claro que la labor de los inspectores de trabajo tiene un componente jurídico (cumplimiento y observación de la normativa laboral) y otro más bien técnico (orientación sobre la normativa laboral). 

Por las solicitudes cotidianas que se presentan en el servicio (solicitud de calculo de prestaciones laborales, comunicaciones solicitando la comprobación de faltas del trabajador, etc.) puede deducirse que hay cierto desconocimiento de parte de empleadores y trabajadores no sólo de la normativa sino de la labor del inspector de trabajo, lo que plantea una serie de retos vinculados con la promoción de las leyes laborales y del papel del inspector en la sociedad.
Otro hallazgo del estudio indica que la potestad sancionadora de la inspección tiene en la práctica ciertos límites ya que para el inspector la misma termina con el levantamiento del acta de infracción y no parece haber un seguimiento de las infracciones por ante el Ministerio Público. Ello conduce a buscar canales de comunicación entre ambas instituciones, de modo que se sepa la suerte de las actas levantadas en cada caso.

Por otra parte, de los hallazgos del estudio en el sentido de que los hombres reclaman más sus derechos laborales que las mujeres habría que seguir explorando las razones de ello, teniendo en cuenta, por ejemplo, el estudio de CIPAF que achaca la actitud pasiva de las mujeres a la “conjunción de falta de información, rol genérico asumido y miedo”, y que “lleva a las trabajadoras a tolerar y hasta excusar la discriminación y las deplorables condiciones laborales en que muchas veces se desempeñan”
En cuanto al acceso al servicio de inspección por parte de trabajadores y empleadores extranjeros, esta debe ser y constituye la norma en virtud del principio de territorialidad de la normativa laboral, como arrojó el estudio.
Sobre las diferencias entre los inspectores de las provincias y los del Distrito, aunque en la investigación sólo se señala que aquellos acuden todos los días y estos una o dos veces a la semana, es claro que hay diferencias de desarrollo y que la brecha rural/urbana incide en que las representaciones locales y los inspectores de las provincias requieran de mayores recursos –como vehículos- para trasladarse a hacer la visitas de inspección, así como computadoras y todas las otras herramientas –como las dietas- que se requieran para rendir un servicio más eficiente.
En cuanto a la receptividad de las empresas de cara a la inspección, urge la implementación de campañas publicitarias que reflejen el papel del inspector en la sociedad, puesto que su labor contribuye a la paz social.
Recomendaciones:
1. Divulgar entre trabajadores y empleadores la normativa laboral y promover campañas en los medios de comunicación sobre las razones de las visitas del inspector de trabajo y su función social;

2. Mejorar las condiciones salariales de los inspectores y elevar su autoestima a través de la facilitación de vehículos adecuados para su labor, y de un fondo especial para los casos en que las dietas se retracen;

3. Explorar la factibilidad de la creación de un Ministerio Publico Laboral Regional para el seguimiento de los casos que han sido objeto de levantamientos de actas de infracción.

4. Mejorar las instalaciones de la Representaciones Locales en todas las provincias del país, dotándolas de los recursos humanos y las herramientas necesarias para una buena inspección.

5. Aumentar el número de inspectores existentes, de forma que puedan cubrir todo el territorio nacional.
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ANEXO I
Respuestas al Cuestionario

1. ¿En su opinión, cuáles son los temas que cotidianamente ocupan los recursos de la Inspección de Trabajo?

	Andrés Valentín Herrera

Director General de Trabajo
	Lo que más llega es reclamación por incumplimiento de la normativa, salario, prestaciones, vacaciones, horas extras, descuentos ilegales,.. Todo lo que tiene que ver con los pagos e incumplimiento.

La inspección es regular y especial.



	Federico Gomera

Director de Inspección
	El trabajo cotidiano es la divulgación de la normativa laboral. Nos visitan empleadores y trabajadores con el objetivo de conocer sus derechos y deberes. Muchas veces con relación a las prestaciones laborales, vacaciones y salario mínimo. Con menor frecuencia nos requieren para el tema de seguridad y salud. El 70% de las visitas que hacemos son inspecciones preventivas.

	Anny Saldaña

Inspectora Distrito Nacional 
	Normalmente a solicitud del trabajador, principalmente para el pago de prestaciones laborales, salarios, información,…..la gran mayoría es cálculo de prestaciones, terminación del contrato de trabajo. Estatus de su situación ante la seguridad social (no entrega de carné), horas extras y participación de los beneficios de la empresa (si declaró la empresa o no ganancias, que se da después del cierre del año fiscal, por ejemplo, a trabajadores inactivos, les toca bonificación; área de construcción). 

	María de la Cruz

Representante Local de Trabajo 

Distrito Nacional 
	Hay dos componentes de la inspección: administrativa y operativa. Ocupan nuestra atención los aspectos gerenciales para realizar el trabajo, también la calidad de la inspección; conflictos jurídicos en general, desde orientaciones y cálculo de prestaciones, conflictos entre empleador y trabajador, situaciones contractuales, incumplimiento y protección a la maternidad. También las relaciones del servicio doméstico y las compañías de vigilantes.

	Martha Noris Pantaleón

Representante Local de Trabajo Haina
	Clasificamos todas las comunicaciones que nos llegan desde las diferentes empresas, lo más común es cálculo de prestaciones laborales, orientación sobre legislación laboral, y nuestra intervención por las faltas del trabajador.

	Leonor Martínez

Representante Local de Trabajo 

San Cristóbal
	Particularmente en San Cristóbal lo casos que mas llegan son pagos de prestaciones laborales, las modificaciones al contrato que afectan a los trabajadores (as); el 90% de los casos por parte de trabajadores: Prestaciones laborales, Empleadores: Faltas. Suspensión de los efectos del contrato de trabajo.

	Ramón Agramonte

Inspector Supervisor Provincia Santo Domingo
	Como usuario, cálculo de prestaciones laborales, reclamaciones por parte de trabajadores, y solicitud mediante correspondencia que hacen los empleadores, va a depender del objeto e interés.

	Elizabeth Bautista 

Representante Local de Trabajo

San Pedro de Macorís
	En el día a día se nos presentan, por un lado los usuarios, que van directamente a buscar los servicios de cálculo de prestaciones laborales y orientación sobre sus derechos laborales. Tenemos por otro lado solicitudes de empresas por motivo de faltas cometidas por trabajadores, situaciones de trabajo especiales, horas extras, solicitud de pago de vacaciones, cambio en la modalidad del contrato de trabajo, cierre de año fiscal, en diciembre salario de navidad; el tema de la seguridad social está ocupando mucho.


2. ¿Cuál es su opinión sobre la potestad sancionadora y acusadora de la Inspección de Trabajo? ¿Hay limitaciones legales para una buena inspección?
	Andrés Valentín Herrera

Director General de Trabajo
	La potestad es de observar el cumplimiento de la normativa, que las partes se acojan al C. de T. Hay ciertas restricciones, como por ej. En caso de cierre por causa de inseguridad del trabajador, aunque esto nunca se ha dado. Aún cuando compruebe la falta no tiene potestad de cerrar la empresa. El inspector no puede tener ningún tipo de restricción que le impida su labor.

	Federico Gomera

Director de Inspección
	De acuerdo a nuestro ordenamiento jurídico el inspector levanta un acta de apercibimiento, si no obtempera se levanta un acta de infracción, luego se envía al fiscalizador, se cita al Juzgado de Paz. Infracciones Leves, Graves (salario, participación en los beneficios de la empresa, Salud de los trabajadores. La Ley 187.09 sobre Seguridad Social establece sanciones en caso de no tener inscritos a los trabajadores y estas sanciones a partir de cada trabajador activo. 

Sobre los límites, en nuestro país la obstrucción a la labor de la inspección no está sancionada. En ese orden no establece sanciones además sobre la violación del Principio VII sobre Discriminación.

	Anny Saldaña

Inspectora Distrito Nacional 
	Normalmente tomamos las medidas de lugar, el apercibimiento como medida administrativa aunque no esté prevista en el C. de T. Se hace el levantamiento, tratamos de que la empresa se regularice; se le da un chance para que se pongan al día.

Sobre las limitaciones no creo que existan porque el Código de Trabajo en su artículo 434 es muy específico, nos da esa libertad de poder actuar, incluso con el auxilio de la fuerza pública. 

	María de la Cruz

Representante Local de Trabajo 

Distrito Nacional 
	Tenemos que tener claro cuál es el papel de la inspección, el primero es educar, el sancionador es el último recurso, luego el Ministerio Público es quien sigue el proceso. Lo que más preocupa es que en el proceso de conciliación hay derechos de orden público que son innegociables; seguridad, protección a la maternidad y salario no deben negociarse, me lleno de indignación cuando hay una transacción en esa materia. La violación de ciertos principios no está sancionada, no hay sanción a la discriminación. Para mí es un adefesio que los principios no tengan sanción. 



	Martha Noris Pantaleón

Representante Local de Trabajo Haina
	Más que sancionadora somos una entidad preventiva, damos orientación tanto a trabajadores como a empleadores. Hacemos visitas reguladoras de prevención, se levanta en caso de que sea necesario un acta de apercibimiento y el acta de infracción como último recurso.

	Leonor Martínez

Representante Local de Trabajo 

San Cristóbal
	En R.D. pensamos que más que una potestad sancionadora es de prevención. El trabajo tiene un aspecto alimentario, se trabaja para subsistir, lo que más buscamos con la inspección es la prevención. Inspeccionamos las buenas prácticas. Hay aspectos que no se sancionan, hay artículos que no establecen la sanción penal laboral.

	Ramón Agramonte

Inspector Supervisor Provincia Santo Domingo
	Tendría que diferenciar entre lo que es la potestad de la inspección y la sanción, que pertenece al Ministerio Público. Si hay violación a algún derecho de interés público que puede dar lugar a un Acta de Infracción, La acusación es propia del Ministerio Público, y levanta ese acta en función del Acta de Infracción. 

En cuanto a la función propia tiene sus límites, cuando se habla de inspección del trabajo, la inspección que hace el Inspector en la empresa sobre los derechos de interés público. Hay aspectos internos del Contrato de Trabajo que no competen al inspector.

	Elizabeth Bautista 

Representante Local de Trabajo

San Pedro de Macorís
	La facultad sancionadora del inspector de trabajo termina con el acta de infracción.

Apoderamos el tribunal y luego no sabemos el destino, no podemos dar seguimiento, y esto constituye un gran dolor de cabeza, ya que nos quedamos con la duda de si se sancionará o no la infracción. Deben existir mecanismos de seguimiento a los procesos.

Limitaciones legales para la inspección no, pero para la sanción sí. Por ejemplo, en impuestos internos usted sanciona y pone la multa, en inspección laboral no.


3. ¿Entre los usuarios del Servicio de Inspección de trabajo, hay más hombres que mujeres o a la inversa? ¿Por qué?

	Andrés Valentín Herrera

Director General de Trabajo
	No le puedo decir con objetividad, por sector sí le puedo decir que en zonas francas hay más mujeres; me inclino que en general hay más hombres

	Federico Gomera

Director de Inspección
	Hay más hombres que mujeres, pienso que la tendencia es a ir cambiando esta situación.

	Anny Saldaña

Inspectora Distrito Nacional 
	Como usuarios diarios hay más hombres, no por sector, sino en el público que acude diariamente, por ejemplo, 45 hombres y una 17 a 20 mujeres. Vienen muchas trabajadoras domésticas. Recuerdo que no pude entrar a una vivienda de Arroyo Hondo. 

	María de la Cruz

Representante Local de Trabajo 

Distrito Nacional 
	Depende. Todavía hay más hombres que mujeres, creo que es debido a la participación en el trabajo, aproximadamente la participación de la mujer es aproximadamente de un 21%, eso repercute en la atención al usuario.

	Martha Noris Pantaleón

Representante Local de Trabajo Haina
	Entre los usuarios son más los hombres que vienen a solicitar el servicio, entiendo que hay más trabajadores hombres y éstos tienden más a reclamar sus derechos laborales.

	Leonor Martínez

Representante Local de Trabajo 

San Cristóbal
	Hay más hombres. Les llamamos actores y actoras. En zonas francas hay más mujeres. 

Pienso que se debe al hecho de las profesiones, los hombres son mas técnicos

	Ramón Agramonte

Inspector Supervisor Provincia Santo Domingo
	Sería un dato estadístico que no tengo a mano, a simple vista de demanda del servicio es un porcentaje muy similar, a simple vista es lo que parece.

	Elizabeth Bautista 

Representante Local de Trabajo

San Pedro de Macorís
	No sabría decir, es más bien por sectores; hay sectores donde predominan más mujeres y otros hombres; se debe a que el trabajo esta sectorizado por género en nuestro país.


4. ¿Tienen acceso al Servicio los extranjeros?

	Andrés Valentín Herrera

Director General de Trabajo
	Claro, desde el punto de vista laboral no hay límite, independientemente de su status migratorio.

	Federico Gomera

Director de Inspección
	Sí, el Principio IV del C. de T. establece que la Ley Laboral se aplica a dominicanos y extranjeros.

Cualquier documento, cédula, pasaporte y aún en caso de que no lo tenga se le da el servicio.

	Anny Saldaña

Inspectora Distrito Nacional 
	Es igual.

	María de la Cruz

Representante Local de Trabajo 

Distrito Nacional 
	Claro que sí, tienen las mismas condiciones, ni siquiera por documentación (luego en el Tribunal sí tienen que mostrar documentación)

	Martha Noris Pantaleón

Representante Local de Trabajo Haina
	Sí, porque la ley es territorial, no se le exige documentación para darle el servicio. 

	Leonor Martínez

Representante Local de Trabajo 

San Cristóbal
	Sí, tienen el mismo acceso. Las leyes laborales son territoriales.

	Ramón Agramonte

Inspector Supervisor Provincia Santo Domingo
	Claro que sí, en igualdad de condiciones con los nacionales.

	Elizabeth Bautista 

Representante Local de Trabajo

San Pedro de Macorís
	Sí, en iguales condiciones que los nacionales porque la ley de trabajo es territorial; les damos el servicio aún no tengan documento de identidad.


5. ¿Cuál es la diferencia entre los inspectores de trabajo de las provincias y aquellos que laboran en el Distrito Nacional?

	Andrés Valentín Herrera

Director General de Trabajo
	Ninguna.

	Federico Gomera

Director de Inspección
	No hay ninguna diferencia, de manera administrativa tienen jurisdicción nacional.

	Anny Saldaña

Inspectora Distrito Nacional 
	Igual, no hay diferencia.

	María de la Cruz

Representante Local de Trabajo 

Distrito Nacional 
	No existe diferencia, los inspectores son iguales en todo el país, donde quiera que hay trabajo la normativa es aplicable.

	Martha Noris Pantaleón

Representante Local de Trabajo Haina
	La diferencia más contundente es que los inspectores del distrito  se presentan un solo día, mientras que en las provincias tienen que acudir todos los días, aparte de eso, el proceso es igual.

	Leonor Martínez

Representante Local de Trabajo 

San Cristóbal
	Nos regimos por las mismas reglas y tenemos las mismas prácticas. En la Provincia vamos todos los días a la oficina, en el Distrito vienen 2 días a la semana. 

	Ramón Agramonte

Inspector Supervisor Provincia Santo Domingo
	No debe haber ningún tipo de diferencia, el mismo código de trabajo establece los requisitos para la inspección. La Ley 41-08 sobre función pública también fortalece la función.

	Elizabeth Bautista 

Representante Local de Trabajo

San Pedro de Macorís
	No tienen diferencia más allá de sus respectivas jurisdicciones, tienen la misma capacidad y nos rotan.


6.  A su entender: ¿Cuáles son los principales problemas que enfrenta la Inspección de Trabajo para cumplir con su misión? ¿Tiene alguna recomendación?

	Andrés Valentín Herrera

Director General de Trabajo
	El principal problema es que la Inspección es fiscalización, las empresas no quieren ser fiscalizadas. En el caso de los trabajadores es que nunca están conformes con la labor del inspector de trabajo. Todavía no hemos podido resolver el tema del transporte del inspector de trabajo.

Como recomendación, hay que hacer campanas de divulgación a fines de que los trabajadores y empleadores tengan conciencia de la normativa laboral.

El sector agrícola es el de mayor precariedad en transporte.



	Federico Gomera

Director de Inspección
	El principal problema que tiene la inspección es la logística, principalmente en transporte. 

Recomendación: ver como iniciamos un programa de adquisición de vehículos.

	Anny Saldaña

Inspectora Distrito Nacional 
	El principal problema es la palabra fiscalización/Inspección. Existe una cultura de cumplimiento, normativa. Empleadores les ponen un stop a inspectores; trabajadores nunca están conformes.

En lo logístico: el transporte de los inspectores es precario y hay que ir a sitios lejanos, en el caso de la Agricultura, sector cañero, arroz. Ingenios.

  

	María de la Cruz

Representante Local de Trabajo 

Distrito Nacional 
	Tenemos muchos problemas, bajo salario de los inspectores, limitación del convenio 81 a tiempo oportuno, los instrumentos para el trabajo, hay pueblos que no tienen computadora, no hay trabajos en recursos humanos para motivar. La alta vulnerabilidad al soborno y la naturaleza misma del trabajo donde ambas partes ponen en entredicho el trabajo de inspector.

Mis recomendaciones son: Mejorar las condiciones salariales del los inspectores. Dotarlos de los instrumentos necesarios para realizar su labor. Un cuerpo de apoyo emocional. Elevar su autoestima. Acciones para valorar el papel de la inspección del trabajo en la paz social. Mantener un cuerpo de vigilancia ética de manera positiva. Que se cumpla fielmente el Convenio 81 de OIT.

La injerencia política hace vulnerable al trabajo, hay trabas para obtener información y situaciones que se dan con el 80-20 (nacionalización del trabajo).

	Martha Noris Pantaleón

Representante Local de Trabajo Haina
	El principal problema es el medio de transporte, sobre todo en las provincias tienen que usar sus propios vehículos, lo que no tienen que arriesgarse en motoconchos. Hay lugares muy difíciles de inspeccionar. Otro inconveniente es la falta de equipos, computadoras y otras herramientas. Las dietas se atrasan en el pago. 

	Leonor Martínez

Representante Local de Trabajo 

San Cristóbal
	Tenemos poca receptividad por parte de las empresas. Por eso incluimos talleres de sensibilización a trabajadores y empleadores.

Recomendamos implementar planes en los medios de comunicación donde se explique la razón de la visita del inspector o de la inspectora  a la empresa, campañas de difusión para conocer derechos y deberes. La dieta para los traslados es un mecanismo importante de apoyo.

	Ramón Agramonte

Inspector Supervisor Provincia Santo Domingo
	Pienso que en primer lugar se debe hacer un sistema de informes en donde el inspector se sienta comprometido a cumplir con todas las exigencias establecidas en la Plantilla de Informe Técnico.

En segundo lugar, se necesitan herramientas de trabajo (una flotilla de celulares, una Laptop) para que se pueda acceder a cualquier información de interés a tiempo, y facilidad para los traslados (vehículos). 

Por otro lado, la dieta es insuficiente. Hay que prever la vulnerabilidad del inspector en la calle, otros funcionarios del sistema tienen mejor cobertura.

Por ello recomienda que haya mayor voluntad política de parte de las autoridades, en función de la incidencia que tiene el inspector (resuelve conflictos laborales) y su realidad social. Si tiene mejores condiciones salariales y las herramientas de trabajo que requiere, se evita, además, la corrupción.

	Elizabeth Bautista 

Representante Local de Trabajo

San Pedro de Macorís
	El seguimiento a las Actas de Infracción, eso desmotiva al inspector en su trabajo. Los recursos son fundamentales, a veces necesitamos vehículos para realizar el trabajo. 

Hacemos el trabajo por la voluntad, deseo y vocación, nos gusta lo que hacemos pero necesitamos recursos. El tema de las dietas es fundamental. 

Recomiendo la creación de una institución que puede ser un Ministerio Público Laboral, aunque fuese regional, para darle seguimiento a los casos. Proveernos de herramientas (dietas, transporte) para hacer un buen trabajo. 


ANEXO II
PROTOCOLO DE INVESTIGACION

	I. 

CONTRATOS 

DE TRABAJO

	1. Los contratos de trabajo escritos, ¿contienen los requisitos exigidos por la ley, en particular, nombres y apellidos de la persona que trabaja, cédulas del empleador y de la persona trabajadora, servicio que se presta, fecha de inicio de la relación laboral, retribución, jornada, duración del contrato si es por cierto tiempo, indicación de la obra o servicio, si fuere del caso? (Art. 24, Código de Trabajo).
2. ¿Se depositan los contratos de trabajo por ante el Departamento de Trabajo, dentro de los tres (3) días de su fecha? (Art. 22, Código de Trabajo).
3. ¿Se formalizan los contratos de trabajo conforme al tipo de trabajo a realizar, o, en el caso de los contratos por cierto tiempo, se formalizan en función que sea debido a la sustitución provisional de una persona trabajadora o por conveniencia a los intereses de la misma? (Art. 33, Código de Trabajo).
4. ¿Se hacen por escrito los contratos para una obra o servicio determinado? (Art. 32 y 34, Código de Trabajo).
5. ¿Se respeta la disposición que estipula no insertar cláusulas que obliguen a la persona trabajadora a renunciar o, limiten sus derechos y beneficios reconocidos por ley? (Art. 37 y 38 y Principio V, Código de Trabajo).
6. ¿Se respeta la proporción de personas trabajadoras nacionales que deben laborar en una empresa? (Art. 135, Código de Trabajo).
7. ¿Se respeta la proporción de salarios percibidos por las personas trabajadoras dominicanos que deben laborar en una empresa? (Art. 136, Código de Trabajo).
8. ¿Se requiere la autorización del Departamento de Trabajo en el caso de suspensiones de los efectos de lo contratos de trabajo por causas inherentes a la empresa? (Art. 48, 49 y 55).


	II. 

JORNADA

DE TRABAJO Y

HORAS EXTRAS

	1. ¿Se respetan las limitaciones legales de la jornada máxima de trabajo? (Art. 8, ord. 11, Constitución Nacional, Art. 147, 153, 154 y 157, Código de Trabajo y art. 2, Convenio OIT. Nº 1).
2. ¿Se otorga el descanso intermedio de una hora luego de cuatro horas de trabajo consecutivo, o de una hora y media, luego de cinco horas de trabajo consecutivo? (Art. 157, Código de Trabajo, Convenio OIT. Nº 1 y Resolución Nº 04/93).
3. En el caso de la jornada corrida, ¿se respeta que la misma no exceda de diez (10) horas diarias en las actividades comerciales y de nueve (9) en las industriales, no superando las cuarenta y cuatro (44) horas semanales? (Art. 157, Código de Trabajo).
4. En el caso de las personas que trabajan en forma intermitente, ¿se respeta que la jornada diaria no exceda de diez (10) horas? (Art. 150, Código de Trabajo y Resolución Nº 4/93).
5. En el caso de la jornada de trabajo en condiciones peligrosas o insalubres, ¿se respeta que la misma no exceda de seis (6) diarias o de treinta y seis (36) horas semanales? (Art. 148, Código de Trabajo y Resoluciones Nº 02/93 y 52/94).
6. ¿Se computa a la persona que trabaja, como tiempo trabajado el tiempo de su descanso que el empleador le exige permanecer en la empresa o que por el trabajo no puede salir de la misma? (Art. 151 y 146, Código de Trabajo).
7. En la jornada mixta, cuando el periodo nocturno es de tres o más horas, ¿se paga la jornada completa como nocturna? (Art. 149, Código de Trabajo).
8. ¿Se pagan las horas extraordinarias de conformidad a como establece la Ley? (Art. 156, 203, 204 y 153, Código de Trabajo).


	III. 

SANCIONES DISCIPLINARIAS

	1. ¿Se respeta el tipo de sanciones previstas en el Código? (Art. 41 y 42, Código de Trabajo).

2. ¿Se hacen descuentos salariales y suspende los efectos de los contratos de trabajo como sanciones disciplinarias? (Art. 42 y 132, Código de Trabajo).


	IV. 

JUS VARIANDI

	1. ¿Se realizan traslados de una localidad a otra sin el consentimiento de las personas que trabajan? (Art. 41, Código de Trabajo).

2. ¿Se realizan cambios en los contratos individuales de trabajo que significan un ejercicio irrazonable de las facultades del empleador o alteran las condiciones esenciales del contrato o causan perjuicio material o moral a las personas que trabajan? (Art. 41, Código de Trabajo).



	V. 

DESCANSOS 

Y VACACIONES

	1. ¿Se conceda a las personas trabajadoras un descanso de treinta y seis horas ininterrumpidas, después de una jornada de trabajo semanal? (Art. 8, numeral 11, Constitución Nacional, Convenios OIT. Nº 106 y 1 y Art. 147 y 163, Código de Trabajo).

2. ¿Se pagan con un incremento del 100% las horas laboradas durante el descanso semanal o se le concede a la persona trabajadora un descanso compensatorio en la semana siguiente igual al tiempo trabajado, a opción de la persona trabajadora? (Art. 164, Código de Trabajo.

3. ¿Se otorga a las personas que trabajan un descanso remunerado en los días declarados no laborales por la Constitución y por las leyes, salvo que coincida con un día de descanso semanal? (Art. 165 y 205, Código de Trabajo).

4. ¿Se otorgan catorce días laborables de vacaciones a las personas trabajadoras después de un año de trabajo y dentro de los seis meses subsiguientes? (Art. 177, 178 y 179, Código de Trabajo y Convenio OIT. Nº 52 y art. 263 CT. para personas que trabajan en labores domésticas). 

5. ¿Se paga a la persona trabajadora el salario correspondiente a las vacaciones el día anterior a que inicie la misma? (Art. 181, Código de Trabajo y Convenio OIT. Nº 52).

6. ¿Se otorga el descanso obligatorio remunerado de seis semanas antes y seis semanas después del parto o si no se hace uso de todo el descanso prenatal, el tiempo no utilizado se acumula al descanso post natal? (Art. 236, Código de Trabajo).

7. ¿Se otorgan las vacaciones a la trabajadora que solicita las mismas para gozar inmediatamente después del descanso post natal? (Art. 238, Código de Trabajo y Art. 50 Reglamento Nº 258/93).
8. A la trabajadora en periodo de lactancia, ¿se le otorga durante su jornada tres descansos remunerados de veinte minutos cada uno como mínimo, para alimentar a su hija o hijo? (Art. 240, Código de Trabajo y Art. 51 Reglamento Nº 258/93). 


	VI.

OTRAS LICENCIAS


	1. ¿Se le concede licencia sin goce de sueldo y por el tiempo que los médicos estimen necesario a la trabajadora que, después del descanso post natal y como consecuencia del embarazo o del parto no puede concurrir a su labor? (siempre que el empleador esté al día con la cotización) (Art. 241 y 242, Código de Trabajo).

2. ¿Se otorga a la trabajadora durante el primer año de nacimiento de su hija o hijo la posibilidad de disponer de medio día cada mes para su atención pediátrica? (Art. 243, Código de Trabajo).


	VII. 

SALARIO

	1. ¿Se pagan los salarios mínimos establecidos por las resoluciones del Comité Nacional de Salarios? (Art. 193 y 213, Código de Trabajo).

2. ¿Se realizan descuentos no autorizados por la ley? (Art. 201, Código de Trabajo). 

3. ¿Se paga el salario de Navidad? (Art. 219, Código de Trabajo).

4. ¿Se paga como salario de Navidad la duodécima parte de los salarios recibidos por las personas que trabajan durante el año calendario, a más tardar el 20 de diciembre y sin hacer descuento alguno? (Art. 219, Código de Trabajo y art. 36 Reglamento Nº 258/93). 

5. ¿Se paga a las personas trabajadoras por tiempo indefinido la participación de los beneficios de la empresa? (Art. 223 y 226, Código de Trabajo). 

6. ¿Se paga en el porcentaje y conforme la antigüedad establecido por ley? (Art. 223, Código de Trabajo).

7. ¿Se paga dentro del plazo legal, entre los 90 y 120 de cerrado el ejercicio económico de la empresa? (Art. 224, Código de Trabajo).

8. ¿Se les hace más descuento que el correspondiente al impuesto sobre la renta, si aplica? (Art. 224, Código de Trabajo).

9. ¿Se paga por trabajo igual, en idénticas condiciones de capacidad, eficiencia o antigüedad, igual salario, cualesquiera sean las personas que lo realicen? (Art. 194 y Principio X, Código de Trabajo y Convenio OIT. Nº 100).



	VIII. PROTECCIÓN 

A MATERNIDAD


	1. ¿Se toma la notificación de la trabajadora embarazada como fecha de conocimiento del empleador de tal situación? (Principio X y Art. 232, Código de Trabajo). 

2. ¿Se despide a la trabajadora embarazada o dentro de los tres meses posteriores al parto? (Principio X y Art. 232 y 233 Código de Trabajo).

3. ¿Despide la empresa a la trabajadora por el hecho de estar embarazada? (Art. 233, Primer párrafo, Código de Trabajo).

4. En el caso que la persona empleadora considere que una trabajadora, en estado de embarazo o dentro de los seis meses después del parto, cometió una falta grave, ¿somete el asunto a consideración del Departamento de Trabajo? (Principio X y Art. 233, Código de Trabajo). 

5. En el caso de una trabajadora en estado de embarazo, que presenta una certificación médica que indica que el trabajo que realiza es perjudicial para su salud y la del niño o niña, ¿se facilita el cambio de labores? (Principio X y Art. 235, Código de Trabajo). 

6. ¿Se concede a la trabajadora en estado de embarazo el descanso remunerado de seis semanas previas al parto y seis semanas después del parto? (Principio X y Art. 236, Código de Trabajo). 

7. ¿Se conceden las vacaciones a las trabajadora que las requiere para gozar inmediatamente de finalizado el descanso post natal? (Principio X y Art. 238, Código de Trabajo y art. 50 Reglamento Nº 258/93). 

8. ¿Se paga a la trabajadora en estado de embarazo el salario correspondiente durante el descanso pre y post natal? (Principio X y Art. 239, Código de Trabajo). 
9. ¿Se exige a la trabajadora embarazada realizar trabajos que requieren un esfuerzo físico incompatible con su estado? (Art. 234 y 235 Código de Trabajo.



	IX. TRABAJO DE PERSONAS MENORES 

DE EDAD

	1. ¿Se emplean personas menores de 14 años? (Art. 245, Código de Trabajo; Art. 40, Ley 136-03 y Convenios OIT. Nº 5 (trabajos industriales), 7 (trabajo marítimo), 10 (trabajo agrícola) y 138 (edad mínima admisión a empleo).

2. Cuando en la empresa trabajen personas mayores de 14 años y menores de 16 años, ¿se completa la Cartilla del Menor y la autorización pertinente de la Secretaría de Estado de Trabajo? (Art. 17 y 248, Código de Trabajo; Ley 42-2001, Ley general de salud, Art. 52 al 56, Reglamento 258-93; Res. 30-93 y Convenio OIT. Nº 77).

3. En el caso de las personas menores entre 14 y 16 años, ¿se respeta la jornada de seis horas diarias y que no trabajen entre las 6.00 p.m. y 600 a.m.? Art. 246, 247 y 250, Código de Trabajo y Convenios OIT. Nº 79 y 90).

4. ¿Se cumple con la obligación que el salario que se pague a las personas trabajadoras entre 14 y 16 años sea igual al de las personas trabajadoras mayores de edad que realizan iguales labores? (Principio VII y art. 244, Código de Trabajo y Ley 136-03).

5. ¿Se cumple la obligación de no dar a las personas menores de 18 años trabajos peligrosos o insalubres? (Art. 244 y 251, Código de Trabajo, Convenios OIT. 182 y 138 y Resolución No. 52-2004 sobre trabajos peligrosos e insalubres para personas menores de 18 años).
6. ¿Se respeta la norma que establece contratarlos para determinados trabajos con la autorización previa del Departamento de Trabajo? (Art. 249, Código de Trabajo y Convenio OIT. Nº 138). 

7. ¿Se les permite continuar con su instrucción escolar? (Principio XI y Art. 254, Código de Trabajo, Convenios OIT. Nº 10 y 138 y Resoluciones Nº 30/93 y 31/93).



	X. LIBERTAD DE ASOCIACIÓN Y NEGOCIACIÓN COLECTIVA

	1. ¿Cumple la empresa en no interferir en las actividades sindicales de las personas que trabajan en ella? (Art. 47, ord. 4 y 5, 333, Código de Trabajo y Convenios OIT. Nº 87 y 98). 

2. ¿Respeta la empresa en no despedir a una persona trabajadora que promueva la organización de un Sindicato en la misma o por su afiliación sindical o en razón de las actividades sindicales de las personas trabajadoras? (Art. 333, Código de Trabajo y Art. 1 Convenio OIT. 98).

3. ¿Respeta la empresa la prohibición de despedir a miembros del Comité Gestor o directivos de un sindicato y si así fuera, somete el asunto a la Corte de Trabajo competente a la localidad? (Art. 333, 390, 391, 392 y 393, Código de Trabajo y Convenios OIT. Nº 87 y 98). 

4. ¿Negocia la empresa el Convenio Colectivo con el sindicato, a requerimiento del mismo? (Art. 333, ord. 4, Código de Trabajo y Convenios OIT. Nº 87 y 98).

5. ¿Se respetan las obligaciones asumidas en el Convenio Colectivo? (Art. 46, ord. 10 y art. 116, Código de Trabajo y Convenios OIT. Nº 87 y 98).

6. ¿Se benefician de las cláusulas del Convenio Colectivo las personas trabajadoras que no son miembros del sindicato? (Art. 118, Código de Trabajo y Convenios OIT. Nº 87 y 98).


	XI. DISCRIMINACIÓN

	1. ¿Se formulan distinciones por razones de raza, color, sexo, estado de embarazo, salud, VHI Sida, discapacidad, edad, religión, opinión política en los procesos de oferta, solicitud, contratación, pago, promoción interna y desvinculaciones? (Principio VII y X, Código de Trabajo, Convenio OIT. Nº 111, Ley 55-93, Decreto Nº 107-95 y Art. 336 y 336-1 del Código Penal.
2. ¿Se paga a las trabajadoras igual salario al de los trabajadores por iguales labores, en iguales condiciones, con la misma capacidad técnica y el mismo tiempo de antigüedad? (Principios VII y X, Código de Trabajo y Convenio OIT. Nº 100). 72 

3. ¿Se toma como base para fijar salarios y su pago la raza, nacionalidad, sexo, preferencias políticas, creencias religiosas, edad de las personas que trabajan? (Principios VII y X, Código de Trabajo).
4. ¿Se realizan pruebas de VIH/SIDA o pruebas de embarazo para la contratación de las personas? (Principios VII y X, Código de Trabajo y Ley 55-93). 
5. ¿Se considera la solicitud de la trabajadora en estado de embarazo al presentar una constancia médica que indica que el trabajo que realiza es perjudicial a su salud o a la del niño o niña? (Principio X y Art. 235, Código de Trabajo). 
6. ¿Se concede a la trabajadora en estado de embarazo el descanso remunerado de seis semanas antes del parto y seis semanas posteriores al mismo? (Art. 236, Código de Trabajo).
7. ¿Se respeta el principio de igualdad de oportunidades y de trato en el empleo y en la ocupación para personas trabajadoras que sufren alguna discapacidad física o mental? Decreto Nº 107-95 y Convenio OIT. Nº 159).
8. ¿Adopta la persona empleadora medidas para prevenir el hostigamiento sexual y el acoso laboral de las personas que trabajan? (Principio XII y Art. 47, ord. 9, 46, ord. 8 y 88, ord. 4, Código de Trabajo).


	XII. 

SEGURIDAD SOCIAL

	1. ¿La empresa inscribe a las personas que trabajan en el Sistema Dominicano de Seguridad Social desde el primer día que ingresan? (Ley 87-01).

2. ¿La empresa cumple con el pago de las contribuciones al Sistema Dominicano de Seguridad Social? (Ley 87-01).

3. ¿La empresa le hace descuentos a las personas que trabajan para financiar el seguro de riesgos laborales? (Ley 87-01).

4. ¿La empresa reporta a la Administradora de Riesgos Laborales los accidentes de trabajo o en trayecto, dentro del plazo de 72 horas de haber ocurrido los mismos? (Art. 36, Reglamento sobre el Seguro de Riesgos Laborales, Decreto 548-03).



	XIII.

SEGURIDAD 

Y SALUD EN EL TRABAJO

	1. ¿Tiene la empresa, por cada 20 personas, instalaciones sanitarias, separadas para hombres y mujeres, cada una con por lo menos un inodoro y un lavamanos? (Art. 1, 1.19, Resolución Nº 04/2007).

2. ¿Poseen las áreas de trabajo niveles de iluminación que permitan visibilidad adecuada a las personas que trabajan? (Resolución Nº 04/2007).

3. ¿Es adecuada la ventilación en el lugar de trabajo, con aire puro y fresco, proporcionando la empresa un ambiente confortable a las personas que trabajan, libre de contaminantes, tales como aerosoles, humos, gases, vapores y emanaciones nocivas? (Art. 1, 1.5, 1.7 y 1.8, Resolución Nº 04/07).
4. ¿Cumple la empresa con la jornada de seis horas diarias o treinta y seis semanales cuando las personas trabajan en tareas insalubres o peligrosas y con los descansos previstos para esas tareas? (Art. 148, Código de Trabajo).77 

5. ¿Provee la empresa a las personas que trabajan los equipos adecuados para su seguridad? (Art. 7, 7.9 Reglamento 522/06).
6. ¿Tiene la empresa un Comité Mixto de Seguridad y Salud o un Coordinador de Seguridad y Salud? Art. 6, Resolución Nº 04/2007).
7. ¿La empresa brinda un programa de capacitación sobre prevención de riesgos a los integrantes del Comité Mixto de Seguridad y Salud y a las personas trabajadoras? (Art. 9 Reglamento Nº 522/06).
8. ¿Tiene la empresa un Programa de Seguridad y Salud en el trabajo elaborado por un proveedor de servicios de seguridad y salud, certificado por la Secretaría de Estado de Trabajo? (Art. 14 Reglamento 522/06).
9. ¿Envía la empresa a la Secretaría de Estado de Trabajo su Programa de Seguridad y Salud en el trabajo, en las fechas y plazos establecidos por la ley y difunde y hace conocer a todas las personas trabajadoras la política de seguridad y salud en el trabajo? (Art. 8 y 9, 9.1 Reglamento 522/06). 
10. ¿Adopta la empresa todas las medidas necesarias para informar a las personas trabajadoras acerca de la legislación nacional relativa a la protección de la maquinaria, indicándoles de manera apropiada los peligros que genera la utilización de la misma y las precauciones que deben adoptarse? ¿Protege la empresa la maquinaria de manera que se respeten los reglamentos y normas nacionales de seguridad y salud en el trabajo? (Art. 9, 9.1 y 9.2 Reglamento 522/06 y Convenio OIT. Nº 119).
11. ¿Tiene la empresa un puesto de primeros auxilios, señalizado y de fácil acceso a las personas que trabajan, disponiendo el mismo de los materiales, medicinas e instrumentos para proporcionar primeros auxilios a las personas trabajadoras? (Art. 1, 1.20, 1.21, 1.22 y 1.23 Resolución Nº 04/07).


	XIV. FORMULARIOS LABORALES
	1. ¿Presenta la empresa, dentro de los primeros quince días del mes de enero de cada año, por ante el Departamento de Trabajo, la relación de su personal fijo, incluyendo cartel de horarios y el del periodo de vacaciones de las personas que trabajan (DGT 3)? (Art. 15,27 y 30, Reglamento 258-93 para la Aplicación del Código de Trabajo y 159 Código de Trabajo).
2. ¿Presenta la empresa al Departamento de Trabajo el formulario “Cambios en la planilla de personal fijo” (DGT-4), en los primeros días de cada mes? (Art. 17, Reglamento 258-93).

3. ¿Presenta la empresa al Departamento de Trabajo, en los primeros cinco días de cada mes, la relación del personal móvil u ocasional que prestó servicios en el mes anterior (DGT-5)? (Art. 18 y 15, Reglamento 258-93). 
4. ¿Reporta la empresa las horas extraordinarias realizadas por las personas trabajadoras el mes anterior y los montos pagados por ese concepto, dentro de los primeros diez días del mes siguiente a cada persona que trabaja (DGT-2)? (Art. 26, Reglamento 258-93).
5. ¿Presenta la empresa los formularios de personal estacional o de temporada (DGT 11) dentro de los primeros quince días del inicio de la Estación? (Art. 19 y 15 Reglamento 258-93).
6. ¿Ha adquirido y registrado la empresa el libro de visitas? (Art. 89 reglamento 258-93).
7. ¿Cumple la empresa con los formularios de (DGT 9 Y DGT 10) para la solicitud de suspensión de los contratos? (Art. 55, 56, 432, ordinal 3° y 435 Código de Trabajo y art. 24 Reglamento Decreto 258/93 y Resolución Nº 32/93).
8. ¿Cumple con los formularios DGT 1 para el cierre de la empresa y reducción definitiva de personal? (Resolución Nº 32/93 y Art. 82, ordinal 5° y 56 Código de Trabajo).
9. ¿Se cumple con el formulario DGT 7 de la cartilla para el trabajo del menor? (Art. 52, 53, 54, 55 y 56 Reglamento 258/93).
10. ¿Cumplen con el formulario DGT 10 con relación al contrato de aprendizaje? (Resolución Nº 20/95).


Fuente: Secretaría de Estado de Trabajo. Proyecto Cumple y Gana. Abt Associates Inc. Departamento de Trabajo de los Estados Unidos. Funpadem. Colección Protocolos de Inspección República Dominicana. Buenas Prácticas. Verificación. Investigación. 2008. Páginas 53 a 81. http://funpadem.org 
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